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I. INTRODUCCIÓN: CONSTITUCIÓN ECONÓMICA 
Y CONSTITUCIÓN FINANCIERA 

En los Estados de nuestro entorno, la primera norma del ordena­
miento jurídico que nos indica los criterios para ordenar las necesida-

1 Juez Holmes, en Compañía de Tabacos v. Collector of Internal Revenue (1927) 275 U.S. 
87 (en 100). 
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des colectivas o públicas y la forma de reparto del poder financiero es 
la Constitución, dentro de la que es posible localizar una constitución 
económica y una constitución financiera o fiscal. En este sentido, tem­
pranamente el Tribunal Constitucional español (en adelante, TC) seña­
laba, en relación a la primera, que: «En la Constitución española de 
1978, a diferencia de lo que solía ocurrir en las Constituciones libera­
les del siglo xix y de forma semejante a lo que sucede las más recien­
tes Constituciones europeas, existen varias normas destinadas a pro­
porcionar el marco jurídico fundamental para la estructura y 
funcionamiento de la actividad económica; el conjunto de todas ellas 
compone lo que suele denominarse la "Constitución económica o Cons­
titución económica formal", al que ya desde el Preámbulo se refiere la 
CE cuando garantiza la existencia de un "orden económico y social 
justo"» (STC 1/1982). En definitiva, el modelo de sistema económico 
impuesto por la Constitución, el de economía social de mercado o eco­
nomía mixta, implica, además de la coexistencia de la empresa privada 
y del sector público, que el Estado no se limita a regular el funciona­
miento del sistema económico sino que también actúa en la producción 
social con el fin de conseguir determinados objetivos como son el pleno 
empleo o el desarrollo económico. Como se afirmaba en el voto parti­
cular a la STC de 16 de noviembre de 1981 (sobre la ley vasca que 
regulaba el centro de contratación de cargas en transporte terrestre de 
mercancías), «el concepto de constitución económica designa el marco 
jurídico fundamental para la estructura y funcionamiento de la activi­
dad económica o, dicho de otro modo, para el orden del proceso eco­
nómico. En ella se definen el orden económico en sus fundamentos 
esenciales y se establecen normas que sirvan de parámetros para la 
acción de los operadores económicos». RAMALLO MASSANET, 1996. 

Por su parte, la Constitución financiera o Constitución fiscal hace 
referencia a la función de la Hacienda y al conjunto de deberes y límites 
que se imponen a la actividad financiera del Estado y demás entes públi­
cos en su doble contenido de obtención de ingresos y de realización de 
gastos. Es decir, sienta las reglas de juego de la financiación del mode­
lo de Estado definido o quizá pergeñado por la Constitución. A estas nor­
mas o reglas del juego se dedican las líneas que siguen, cuyo objeto es 
simplemente tratar de ordenar algunas de las cuestiones fundamentales 
a tener en cuenta en la relación entre Constitución económica y Hacien­
da pública. A partir de esta idea, el objeto del trabajo se desarrollará 
desde dos perspectivas esenciales; la primera (II), para recordar el papel 
del gasto público, y la especial importancia de la financiación de los 
derechos económicos y sociales, así como su evidente íntima conexión 
con el ingreso y la segunda (III), para realizar un acercamiento a las 
opciones de justicia en la vertiente de los ingresos tributarios. En esta 
parte final, y teniendo en cuenta que la idea de justicia tributaria se ha 
cristalizado en una serie de principios constitucionales más o menos 
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específicos, se hará mención, ad exemplum, a algunas opciones concre­
tas de instrumentos tributarios. 

II. LA VERTIENTE DEL GASTO PÚBLICO: LA JUSTICIA 
EN EL GASTO COMO PRINCIPIO CONSTITUCIONAL. 
LA ASIGNACIÓN EQUITATIVA DE LOS RECURSOS 
PÚBLICOS 

Lo realmente destacable en lo que se refiere a la justicia en el gasto 
público, desde la perspectiva de nuestra Constución, es su expresa incor­
poración en la Norma fundamental en conexión con la vertiente de los 
ingresos, lo que constituye en su momento una relevante novedad consti­
tucional. Por ello, conviene llamar especialmente la atención sobre el sig­
nificado del mandato constitucional contenido en el art. 31.2 de la Cons­
titución española, según el cual «el gasto público realizará una asignación 
equitativa de los recursos públicos»; y ello aunque sólo sea porque el gasto 
público ha sido siempre una de las principales palancas de transformación 
social, de intervención en la economía y configuración social. 

Dicho precepto, que constituye una de las más interesantes y pro­
fundas innovaciones de la Constitución de 1978 en materia financiera, 
tuvo su origen en la enmienda número 674 de la Agrupación Indepen­
diente del Senado 2, inspirada en un trabajo de A. RODRÍGUEZ BEREIJO, 
sobre el Anteproyecto de Constitución en el que, ante la evidencia de 
que la conculcación de los derechos económicos y sociales «más que 
directamente se producirá, en su caso, indirectamente, bien a través de 
la inaplicación del precepto constitucional [...] bien [...] a través de la 
política presupuestaria de gasto público, convirtiéndolos en mera decla­
ración retórica o demagogia de buenos propósitos», proponía limitar la 
actuación de los poderes públicos consagrando una norma (principio de 
justicia en el gasto público) que vinculase jurídicamente, incluso ante el 
Tribunal Constitucional, el ejercicio del poder financiero en lo que se 
refiere a la asignación de los recursos públicos3. 

Siendo ése el origen del precepto, no extrañará que lo consideremos 
fundamental para la determinación de la función constitucional de la 
Hacienda pública, máxime cuando se ha afirmado que el art. 31.2 de la 
Constitución española, en conexión con el mandato de su art. 9.2 puede 
ser el origen de una nueva concepción constitucional del derecho, como 
un derecho de signo positivo que comprometa a los poderes públicos a 
promover programas de actuación orientados a la consecución de los 

2 Para su fundamentación y posterior tramitación parlamentaria vid. D E JUAN ASENJO, 1984, 
pp. 239 y ss. Por otro lado, esta enmienda, según reconoce su autor, FUENTES QUINTANA, tiene su 
origen en el artículo de RODRÍGUEZ BEREIJO, 1978. 

3 Cfr. RODRÍGUEZ BEREIJO, 1978, pp. 356 y 357. 
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objetivos sociales del Estado, escribiendo que dicha disposición consti­
tucional significa «un paso decisivo al juridificar un principio capaz de 
abrir camino hacia aquellos objetivos sociales» plasmados en los reite­
rados principios rectores de la política social y económica 4. 

Posiblemente, como ha señalado F. PÉREZ ROYO, tales afirmaciones 
implican depositar demasiadas esperanzas en una simple declaración 
jurídica, aún dotada de rango constitucional5; pero lo que resulta igual­
mente claro es que no puede privarse de todo sentido al mandato incor­
porado al citado art. 31.2 de la Constitución que permite, cuando menos, 
resaltar el papel que la Hacienda pública ha de cumplir al servicio de la 
realización de esos derechos económicos y sociales, de esos principios 
rectores en que se concreta dicho carácter social del Estado español. 

Para tratar de precisar el papel a esos efectos de la Hacienda pública 
hay que partir, necesariamente, del marco político e institucional que la 
Constitución diseña, pues de él se deducen algunos principios jurídicos 
que imponen límites y deberes a los órganos estatales a quienes se enco­
miendan funciones financieras y, por lo que ahora nos interesa, la reali­
zación del gasto público. RAMALLO MASSANET, 1996. 

Así, en la Constitución española, ese marco institucional 6 aparece 
diseñado en una serie de preceptos en cuyo análisis no vamos a detener­
nos, pero que conviene recordar; serían el art. 1.1 que contiene la cláu­
sula del Estado social, el art. 9.2 que proclama la exigencia de que la 
libertad e igualdad de todos los ciudadanos sean efectivas, imponiendo 
a los poderes públicos el promover las condiciones y remover los 
obstáculos que impidan o dificulten su plenitud, el art. 31 que consagra 
los principios de justicia financiera en el ingreso y gasto públicos, los 
arts. 40.1 y 131 que asignan a los poderes públicos la promoción del pro­
greso social y económico y la distribución más equitativa de la renta y, 
finalmente, los arts. 39 a 52, que incorporan los derechos económicos y 
sociales como principios rectores de la política social y económica. Y de 
tales preceptos, entre los que existe una hilación lógica y funcional, una 
línea continua que iría desde el concepto de Estado social al principio de 
equidad en el reparto del gasto público7, se desprendería así una confi­
guración de la Hacienda pública que debe coadyuvar a la configuración 
social, fundamentalmente mediante una asignación de los recursos 
públicos que, para resultar constitucionalmente legítima, deberá ser 
equitativa, conforme a los principios rectores de las políticas económi­
cas y sociales que la propia Constitución establece. 

4 La cita es de D E JUAN ASENTO, 1984, p. 240. 
5 Cfr. PÉREZ ROYO, 1988, p. 130. 
6 Según la construcción que, con mayor amplitud, efectúa RODRÍGUEZ BEREIJO, 1983, pp. 75 

y ss. y 87. 
7 Cfr. RODRÍGUEZ BEREIJO, 1983, pp. 76-77 y 87; PÉREZ ROYO, 1988, p. 141; ZORNOZA PÉREZ, 

1988, p. 50; RAMALLO MASSANET, 1996. 
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Porque creemos que el principio de equitativa distribución del gasto 
público contenido en el art. 31.2 de la Constitución española de 1978, sólo 
adquiere todo su sentido en conexión con el catálogo de derechos econó­
micos y sociales consagrados en la misma, como instrumento de tutela y 
garantía jurídica para los ciudadanos frente a toda la actividad prestacional 
de los poderes públicos, garantizando niveles mínimos de prestación de 
bienes y servicios públicos y unas determinadas preferencias y prioridades; 
precisamente las que el texto constitucional define al recibir dicho catálo­
go de derechos. En este sentido, el citado art. 31.2 de la Constitución per­
mite dar por resueltos los problemas relativos a la posibilidad de dotar o no 
de cobertura constitucional al principio de justicia en el gasto público, tras­
ladando el debate al análisis de una cuestión distinta: la determinación de 
las vías que posibiliten la efectiva penetración del principio a nivel norma­
tivo y de los mecanismos de tutela aptos para remover los obstáculos y san­
cionar las contravenciones que en relación al mismo se produzcan8. 

Precisar el contenido de dicho principio de justicia no es en absolu­
to sencillo, porque a pesar de que su reparto conforme a criterios de 
equidad es siempre exigible, no todos los gastos públicos son divisibles, 
de modo que es difícil saber respecto a algunos de ellos, por su natura­
leza o finalidad, cómo podrían distribuirse entre los ciudadanos en razón 
a un estricto criterio material de justicia 9; al margen de que hay una 
parte de tales gastos públicos, como son los de capital o inversión, que 
no es ya que sea difícil, sino que puede resultar inoportuno someterlos 
siempre a la rigidez de un principio de justicia en el gasto10. No obstan­
te, existen otro tipo de gastos, los que pueden denominarse gastos socia­
les, respecto de los que es clara la conveniencia de su sometimiento al 
principio de justicia examinado o, si se prefiere, respecto de cuya distri­
bución puede emitirse un juicio de valor suficientemente fundado con 
arreglo a los parámetros constitucionales. En efecto, respecto de tales 
gastos sociales no plantea excesivos problemas el establecer que es un 
gasto justo o equitativo, con otras palabras, no resulta excesivamente 
difícil definir los criterios orientadores de la justicia en el gasto. 

Porque tales cuestiones reciben respuesta analizando el orden de valo­
res de la propia Constitución, las opciones que en ella se han manifestado 
de uno u otro modo, primordialmente al formular los denominados prin­
cipios rectores o criterios orientadores de la actividad económica y social 
(también la de gasto público) de los poderes del Estado. Así, se ha señala­
do en la doctrina n que a la hora de determinar cuándo nos encontramos 

8 Cfr. MARTÍN QUERALT, 1980, p. 108. 
9 Según ha señalado ORÓN MORATAL, 1995, pp. 36-37, matizando la opinión expresada en 

ZORNOZA PÉREZ, 1988, p. 50. 
10 Así lo reconoce RODRÍGUEZ BEREIJO, 1983, p. 88. 
11 Cfr. BAYONA DE PEROGORDO, 1979, pp. 77 y ss.; RODRÍGUEZ BEREOO, 1983, pp. 88 y ss.; 

posteriormente GARCÍA MONCÓ, 1990, y ORÓN MORATAL, 1995, pp. 71 y ss. 
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ante un gasto justo desde el punto de vista del art. 31.2 de la Constitución, 
ha de acudirse a las normas constitucionales que consagran los derechos 
económicos y sociales, considerando justos en nuestro ordenamiento, a 
título de ejemplo, los gastos efectuados para la satisfacción de las necesi­
dades públicas a que se refieren los arts. 27 (derecho a la educación), 35.1 
(derecho al trabajo), 40 (pleno empleo, formación y readaptación de pro­
fesionales, seguridad e higiene en el trabajo), 44 (derecho a la cultura y 
promoción de la investigación), 47 (derecho a la vivienda), etc. 

De este modo la fórmula de «asignación equitativa de los recursos 
públicos» recibe su contenido propio. Un contenido que no puede ser 
divergente respecto de los fines que se fijan en la Constitución econó­
mica. Dicho de otro modo, un contenido que se desprende del análisis de 
los fines que al Estado se asignan en el texto constitucional, plasmando 
en un conjunto de derechos y libertades entre los que ocupan un lugar de 
primer orden los derechos económicos y sociales en sus variadas for­
mulaciones. Y así el principio de justicia en el gasto adquiere un signifi­
cado global, al establecer criterios objetivos para la actuación de los 
poderes públicos, proporcionando una nueva garantía del cumplimiento 
de los valores superiores que se concretan o traducen en el conjunto de 
los derechos fundamentales, entendidos en su vertiente institucional. Se 
pone de manifiesto de este modo que la función de equidad en la asig­
nación de los recursos públicos encuentra una concreción, unas determi­
naciones específicas, en el catálogo de fines de la política económica y 
social del Estado que contempla la propia Constitución, lo que puede 
resultar de interés dada la diversa protección que su art. 53 establece res­
pecto de los diferentes Capítulos de su Título I. 

Y si la equitativa distribución del gasto público ha de traducirse 
como venimos diciendo, no cabe duda de que los Presupuestos y las 
leyes que los aprueban están llamados a ser uno de los instrumentos 
básicos para el control de la actividad de los poderes públicos en el cum­
plimiento de la función promocional y de prestación que la Constitución 
les encomienda, al hacer posible un juicio global acerca del sistema de 
gastos públicos. Porque, como ha tenido ocasión de señalar el Tribunal 
Constitucional en sus Sentencias 27/1981, de 20 de julio y 66/1987, de 
21 de mayo, la Ley de Presupuestos es en la actualidad mucho más que 
una previsión contable, «un vehículo de dirección y orientación de la 
política económica y social que corresponde al Gobierno». De ahí que 
sea en el ámbito de los Presupuestos donde podrán hacerse valer perió­
dicamente, como directrices vinculantes o pretensiones jurídicas, los 
derechos económicos y sociales que la Constitución recoge como prin­
cipios rectores de la política económica y social12, de los que deriva una 
vinculación cualitativa de los recursos públicos 13. Podrán hacerse valer, 

12 Cfr. BASSOLS COMA, 1985, p. 101. 
13 En este sentido ORÓN MORATAL, 1995, pp. 62 y ss. 
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para empezar, en la propia discusión de los contenidos de los Presu­
puestos y en la tramitación parlamentaria, que a través de la publicidad 
y la participación de los grupos sociales puede generar mecanismos de 
protección jurídica propios de esos derechos fundamentales sociales, 
pues el legislador no goza de una libertad absoluta en sus decisiones 
relativas a la asignación de los recursos públicos, sino que debe respetar 
el contenido indisponible de los derechos constitucionales, limitación a 
la que no escapan los derechos de contenido prestacional, máxime cuan­
do son concreción y garantía de ejercicio de otros derechos fundamen­
tales 14. Ello naturalmente al margen de que el control sobre la justicia 
del gasto termine por dar una nueva relevancia a la función presupues­
taria del Parlamento, al aportar un criterio jurídico —con todas las limi­
taciones que se quiera— que sirva de referencia en el momento de emi­
tir un juicio sobre la propuesta de Presupuestos del Gobierno y la 
fijación de prioridades en ella contenida. Porque la existencia de ese cri­
terio jurídico pone de manifiesto con absoluta evidencia que las eleccio­
nes en materia de gasto, las elecciones presupuestarias, sólo pueden 
efectuarse dentro de un ámbito limitado. Hay así, un mínimum constitu-
cionalmente garantizado; vid.: RAMALLO MASSANET, 1996. 

Además, también resulta claro que la conexión entre el principio de 
justicia en el gasto y los derechos económicos y sociales hace posible 
otro tipo de control de características similares al enunciado. Porque al 
trasladarse el problema de la realización de tales derechos al ámbito que 
le es propio y en el que se deciden realmente tales cuestiones; esto es, al 
ámbito de la definición de los programas, del volumen y distribución del 
gasto, al ámbito presupuestario, se hace posible el examen del grado de 
cumplimiento de los objetivos de justicia por parte del Tribunal de Cuen­
tas, cuyo apoyo y colaboración con las Cortes Generales es decisivo para 
que éstas puedan desempeñar un papel significativo en el control de la 
política económica y social del Gobierno. 

Ello no puede, sin embargo, considerarse suficiente, puesto que tales 
mecanismos de protección indirecta, relacionados con los procesos de 
toma de decisiones y su control, no bastan para superar la consideración 
de las decisiones de gasto como materia puramente política. De ahí que 
se haya resaltado que el principio constitucional de asignación equitati­
va de los recursos públicos comporta como primera exigencia la de 
garantizar una satisfacción mínima de las necesidades públicas15, lo que 
entronca con la protección del contenido esencial mínimo e indisponible 
de los derechos de prestación a que se refería la STC 16/1994 y que res­
pecto al derecho a una Seguridad Social pública, proclamado en el art. 41 

14 En ese sentido, respecto a un derecho prestacional, de necesaria delimitación legal, como 
es el de justicia gratuita, reconocido en el art. 119 de la Constitución española, vid. la STC 
16/1994, de 17 de febrero. 

15 Cfr. BAYONA DE PEROGORDO, 1982, p. 32. 
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de la Constitución española, permite identificar una auténtica «garantía 
institucional» (SSTC 32/1981, 26/1987 y 76/1988) que preservaría «un 
núcleo o reducto indisponible por el legislador», con independencia de 
que sea constitucionalmente legítimo «modular la acción protectora del 
sistema, en atención a circunstancias económicas y sociales que son 
imperativas para preservar la propia viabilidad y eficacia de aquél» 
(STC 37, 1994, de 10 de febrero). Y, más allá del concreto supuesto a 
que se ha hecho mención, ello supondría afirmar la existencia de una 
garantía constitucional de un mínimo existencial, conectado al reconoci­
miento de la dignidad de la persona, de un mínimo de servicios sociales 
y de atenciones16; lo que no debe parecer excesivo si tenemos presente 
con C. STARCK, que, aunque el ámbito del mínimo existencial depende­
rá de los estándares económicos y financieros generales, la exigencia de 
deberes de prestación jurídico-constitucionales del Estado sólo respecto 
de ese mínimo existencial no constituye una pretensión desmesurada 
respecto del Presupuesto del Estado17. 

De otro lado, a la hora de avanzar en el análisis de los mecanismos 
de protección jurídica del principio de justicia en el gasto que examina­
mos, ha de tenerse bien presente que su consagración se produce en el 
art. 31.2 de la Constitución, situado en el Capítulo Segundo de su Títu­
lo I. Porque de ello se deriva su carácter «vinculante» para todos los 
poderes públicos, lo que supone un incremento de la eficacia de «infor­
mar» las actuaciones de dichos poderes que se reconoce a los derechos 
económicos incorporados a los principios rectores de las políticas socia­
les y económicas . 

Además, junto a la garantía de la reserva de ley, las instituciones y 
principios incorporados al citado Capítulo Segundo del Título I se bene­
fician de la protección jurisdiccional a través del recurso de inconstitu-
cionalidad, en el que podría invocarse directamente el derecho a la asig­
nación equitativa de los recursos públicos y, de modo indirecto, los 
derechos económicos o principios rectores que, por encima de su valor 
jurídico propio, permiten concretar el sentido de esa justa o equitativa 
distribución del gasto. No obstante, deben reconocerse las dificultades 
con que tropieza la aplicación del principio de justicia en el gasto en el 
marco del recurso de inconstitucionalidad, hasta el punto de que se con­
sidera que su efectivo control quedará reducido a la eliminación de nor­
mas claramente arbitrarias o irracionales 19. En efecto, las posibilidades 
de actuación por esa vía no pueden ser excesivas si se recuerdan los 
argumentos antes expuestos respecto a la limitación de los recursos del 
Estado social y la imposibilidad de convertir las Constituciones en catá-

Cfr. en ese sentido CAZORLA PRIETO, 1979, p. 56. 
Cfr. STARCK, 1976, p. 522. 
Sobre ello llama la atención PÉREZ ROYO, 1988, p. 137. 
De nuevo cfr. PÉREZ ROYO, 1988, p. 139. 
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logos interminables de prestaciones que sería imposible atender; sobre 
todo si se tiene en cuenta el parecer del Tribunal Constitucional que ha 
reconocido como «el legislador se encuentra ante la necesidad de conju­
gar no sólo diversos valores y mandatos constitucionales, sino también 
tales mandatos con la insoslayable limitación de los recursos disponi­
bles» (STC 77/1985, de 27 de junio). Además, ha de tenerse en cuenta 
que la propia naturaleza de las instituciones afectadas se presta mal a un 
control de constitucionalidad que quiera, como es obligado, respetar el 
esquema de distribución de poderes o competencias; porque la finalidad 
de ese control no podría ser otra que la de afirmar la existencia de dere­
chos de prestación o participación, y como advierte STARCK, si los tri­
bunales constitucionales pudiesen por vía interpretativa deducir tales 
derechos de otros principios o derechos constitucionales, entonces debe­
rían simultáneamente estar en condiciones de procurarse capacidad de 
influencia sobre el Presupuesto del Estado y sus prioridades; al margen 
de que en la comprobación de la política presupuestaria desde tal punto 
de vista se producirían conflictos entre los distintos derechos sociales de 
prestación, cuya solución provocaría dificultades irresolubles a la dog­
mática de los derechos fundamentales 20. 

En este sentido, debemos concordar con quienes afirman la imposibi­
lidad de justificar sobre la base de la procedencia constitucional de los 
derechos sociales, la existencia de verdaderas situaciones subjetivas acti­
vas frente al Estado, es decir, de verdaderos derechos subjetivos frente a 
éste que se concretaran en los denominados derechos de participación 
social o derechos sociales de participación en las prestaciones públicas 
(Teilhaberechte). En efecto, ese tipo de construcciones, para las que se 
ha intentado encontrar apoyo en algún pronunciamiento aislado del Tri­
bunal Constitucional Federal Alemán, no ha merecido la aprobación de 
la jurisprudencia constitucional española que, por ejemplo, en la STC 
6/1981, de 16 de marzo, sostiene que del derecho a la libertad de expre­
sión, en relación con el principio del Estado social, no es legítimo dedu­
cir un «derecho de prestación» que legitime a los profesionales a exigir 
de los poderes públicos la creación o el mantenimiento de medios de 
comunicación a través de los cuales puedan expresar sus opiniones o 
comunicar información21; y, todavía con mayor rotundidad, en la STC 
86/1985, de 10 de julio, ha declarado que el art. 27.9 de la Constitución 
«en su condición de mandato al legislador no encierra, sin embargo, un 
derecho subjetivo a la prestación pública». 

Ese rechazo a la construcción de derechos constitucionales a las 
prestaciones públicas, que es mayoritario en la doctrina, resulta lógico si 
se considera la limitación de medios del Estado, pues de afirmarse la 

20 Cfr. STARCK, 1976, p. 518; en ese sentido, entre nosotros, con referencia a las opiniones 
de TOMANDL y HERZOG, vid. GARCÍA MACHO, 1982, p. 103. 

2 1 Cfr. al respecto PÉREZ ROYO, 1984, p. 179. 
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existencia de tales derechos de participación en las prestaciones socia­
les, las Constituciones se transformarían en un catálogo inagotable de 
requerimientos al Estado que éste se vería imposibilitado de cumplir en 
su conjunto, sencillamente por lo limitado de sus medios, por la depen­
dencia de sus recursos 22. 

Por ello, si queremos huir del más puro voluntarismo jurídico, debere­
mos abandonar tales intentos, aunque ello no suponga, pese a todo, privar 
de valor jurídico a los derechos sociales. De un lado, porque de la trans­
formación que los tradicionales derechos de libertad experimentan en el 
ámbito del Estado social se han derivado construcciones de gran interés, 
tendentes a deducir derechos prestacionales a partir de los derechos fun­
damentales clásicos 23; y, de otro, porque, como ha afirmado K. HESSE

 24, 
que un derecho constitucional no pueda ser considerado como derecho de 
participación en las prestaciones públicas, en el sentido de derecho indivi­
dual o derecho subjetivo, no implica privarle de sentido, porque cuando 
menos —en virtud de su consagración constitucional— se constituirá en 
directriz objetiva y medida de la planificación de la voluntad de los órga­
nos políticos y, en particular, del poder legislativo. Así sucede, desde 
luego, con los derechos económicos y sociales incorporados al Capítu­
lo III del Título I de la Constitución española, que operan como «crite­
rios materiales vinculantes para el legislador o, en su caso, la Adminis­
tración» 25 de forma que todo acto legislativo ha de ser conforme a los 
mismos como condición de su legitimidad constitucional. 

Ahora bien, aun reconociendo tales dificultades, no creemos que sea 
imposible el control de constitucionalidad sobre la base del reiterado 
principio de justicia en el gasto público, aunque su toma en consideración 
haya de producirse de forma indirecta. Porque una cosa es la decisión 
sobre el volumen de recursos que haya de destinarse al cumplimiento de 
los distintos fines del Estado, que será variable en función de la escasez 
de sus recursos y de la propia concepción política del Gobierno, aspecto 
éste sobre el que efectivamente no parece posible el control de constitu­
cionalidad; y, frente a ello, otra cosa bien distinta son los criterios últimos 
que deben orientar la acción del Estado, otra cosa son esos fines, que 
poseen un valor estable a través de la exigencia de justicia en el gasto y 
su concreción constitucional en los principios rectores, sobre los que no 
hay la misma capacidad de disposición por parte de los legisladores ordi­
narios en sus decisiones de gasto. Así, una vez adoptado el compromiso 

22 Sobre tal argumentación, con mayores referencias PAREJO ALFONSO, 1983, pp. 55 y 57; en 
la doctrina financiera y tributaria alemana se llega a conclusiones semejantes, con relación, en 
concreto, al derecho a la cultura en HEUER, 1984, pp. 99 y ss.; de mayor amplitud es el razona­
miento de STARCK, 1976, p. 517. 

23 En este sentido vid. STARCK, 1976, pp. 516 y ss. y conclusiones en p. 526, donde señala 
los requisitos que deben cumplirse para que dicho intento sea jurídicamente factible. 

2 4 Cfr. HESSE, 1988, p. 120, Rdn. 298. 
2 5 Cfr. PAREJO ALFONSO, 1983, p. 87. 
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de financiación por parte del Estado, a través de la consignación de las 
correspondientes partidas en los Presupuestos, resulta perfectamente 
posible el control sobre la justicia en la distribución de los gastos. Porque 
allí donde existe un compromiso financiero del Estado, el control que la 
jurisdicción constitucional puede efectuar respecto de la justicia en el 
gasto ya no conlleva una invasión del ámbito de competencias presu­
puestarias del Parlamento. Así lo entiende, en la doctrina alemana, en 
cuyo ordenamiento constitucional —conviene recordarlo— no se reco­
gen expresamente los derechos fundamentales sociales, C. STARCK, que 
admite incluso la posibilidad de construir en esos casos, sobre la base del 
principio de igualdad, derechos de participación social derivados 26. 

Y ello es perfectamente lógico si tenemos presente que una vez com­
prometidos los medios financieros, la determinación de los fines del Esta­
do no puede efectuarse con absoluta libertad por el poder político, porque 
la escasez de los recursos estatales conduce inevitablemente a que la dis­
tribución de dichos medios financieros se convierta, de una cuestión de 
criterios políticos, en una cuestión de ejecución de derechos fundamenta­
les y, por tanto, de interpretación 27; con lo que se produce una juridifica-
ción de las decisiones relativas al concreto destino del gasto, una juridi-
ficación de lo que tradicionalmente ha sido considerado el ámbito de lo 
político de la que deriva una mayor garantía de los derechos fundamen­
tales sociales, aunque sea a costa de correr el riesgo de un cierto despla­
zamiento de competencias en favor de la jurisdicción constitucional. 

Sin magnificar el sentido de la fórmula constitucional que consagra 
el principio de justicia en la distribución del gasto público, es preciso 
reconocer que ofrece una innegable potencialidad en orden a la garantía 
de los derechos económicos y sociales recogidos como principios recto­
res en la Constitución española de 1978. En este sentido, el simple hecho 
de su formulación en el texto constitucional y la posibilidad que dicho 
texto ofrece para su interpretación en el contexto de los derechos funda­
mentales y, más en concreto, de los derechos económicos y sociales 
supone un paso adelante, porque como señalara D. BELL

 28, aunque se 
está todavía lejos de reconocer el papel del Estado en la corrección de 
todas las desigualdades económicas y sociales y lo concretado haya sido 
poco, lo decisivo históricamente es el hecho de que se ha adoptado un 
compromiso social normativo, y esto es en gran medida irreversible. 

Porque el reconocimiento constitucional de tales derechos, aunque 
sea como simples principios orientadores o cláusulas generales, implica 
la aceptación de un conjunto de valores cuya realización deberá ser, sin 
duda, no inmediata y plena, sino relativa e históricamente factible, en 
función de los niveles generales de prosperidad, pero que no pueden 

26 Cfr. STARCK, 1976, pp. 525-526. 
27 En ese sentido GARCÍA MACHO, 1982, p. 115. 
28 Cfr. BELL, 1977, p. 214. 
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estar permanentemente sometidos a discusión, porque forman ya parte 
integrante de nuestra cultura. En efecto, una Constitución no es sólo un 
texto jurídico, sino que es también la expresión de una determinada 
situación de desarrollo social y cultural de un pueblo, que asume deter­
minados valores y, de acuerdo con ellos, se fija determinados objetivos 29 

que, por ello, no sólo adquieren un determinado valor jurídico, sino que 
pasan a integrarse en la conciencia de la sociedad, contribuyendo a con­
formar los valores de los individuos que la integran, su sensibilidad 
hacia su realización o transgresión, etc. 

Precisamente por ello, no cabe sino reconocer, a modo de conclu­
sión, que la realización de la justicia financiera, de esa justicia relativa a 
la equitativa distribución del gasto público y a la efectividad de los dere­
chos sociales que reclaman la intervención del Estado, no es pese a su 
reconocimiento constitucional un problema reductible a lo puramente 
jurídico30. Porque, como señalara N. BOBBIO31, su solución depende de 
un determinado desarrollo de la sociedad y, como tal, desafía incluso a 
la Constitución más avanzada y pone en crisis al más perfecto mecanis­
mo de garantía jurídica. 

De ahí la relevancia del precepto en cuestión, el art. 31.2 de la Cons­
titución española, como elemento central en la definición del papel de la 
Hacienda pública en la Constitución económica, máxime si se conside­
ran las vinculaciones que el art. 31 establece entre ingresos y gastos 
como instrumento de la Hacienda pública para el cumplimiento de sus 
funciones en el orden constitucional porque, como ya se anunciara en la 
introducción de este trabajo, el principio de justicia en el gasto público 
debe completarse con su correlato natural, que no es otro que el de jus­
ticia en los ingresos públicos. Es evidente que la fórmula del Estado 
social tiene importantes consecuencias para toda la configuración de la 
Hacienda pública en sus dos vertientes: la del ingreso y la del gasto. Si 
como consecuencia de la creciente intervención del Estado en las dife­
rentes áreas de la vida social, el gasto público experimenta un conside­
rable incremento, es también clara la necesidad de una fuente de finan­
ciación estable y fluida, que será proporcionada en gran parte por un 
sistema impositivo adecuadamente estructurado. Y en este sentido, es 
esencial prestar atención a los términos en que se plantea la relación 
entre propiedad y sistema tributario, partiendo de las palabras del TC, en 
la STC 18/1984, de 7 de febrero (FJ. 3.°), donde se señala que «la Cons­
titución [...] al establecer en su art. 1.1 la norma que configura al Estado 
como social y democrático de Derecho, está afirmando un principio que 
se ajusta a una realidad propia del mundo occidental de nuestra época y 

29 Para esta concepción, que extiende a los derechos fundamentales, HABERLE, 1994, pp. 102 
y ss. 

30 En este sentido ZORNOZA PÉREZ, 1994, pp. 285 y ss. 
31 Cfr. BOBBIO, 1981, p. 27. 
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que transciende a todo el orden jurídico [...] la interacción entre Estado y 
Sociedad, destacada por la doctrina, produce consecuencias muy diversas 
en el mundo del Derecho [...] El reconocimiento de los denominados 
derechos de carácter económico y social —reflejado en diversos precep­
tos de la Constitución— conduce a la intervención del Estado para hacer­
los efectivos, a la vez que dota de una trascendencia social al ejercicio 
de sus derechos por los ciudadanos —especialmente de los de contenido 
patrimonial, como el de propiedad—y al cumplimiento de determinados 
deberes—como los tributarios»32. 

III. LA VERTIENTE DE LOS INGRESOS PÚBLICOS 

1. IMPUESTOS Y ESTADO: EL MITO DE LA PROPIEDAD 

En los Estados democráticos de nuestro entorno las discusiones acer­
ca del sistema tributario ocupan el centro emocional de todas las cam­
pañas electorales, y buena parte de la vida política. En coherencia con 
ello, las reformas de impuestos, y en especial las que afectan a aquellos 
especialmente visibles, a menudo influyen decisivamente en las decisio­
nes electorales de los ciudadanos. Que el sistema tributario tenga tal 
importancia demostrada debería ser algo en sí mismo positivo, sino 
fuera porque a menudo las cuestiones centrales se quedan extramuros 
del debate, que se plantea así en términos peligrosamente sesgados. Por 
ejemplo, porque la discusión se centra en cantidades a tanto alzado, que 
no son relacionadas directamente con el nivel de gasto público. Se pierde 
de vista así que la pregunta acerca de si se deben subir o bajar los im­
puestos, o tal o cual impuesto en particular, está consustancialmente 
unida a la pregunta de en relación con qué es preciso bajar o subir los 
impuestos. O bien porque, de forma incluso inconsciente, se toma como 
punto de partida una definición del derecho de propiedad que aparece 
desvinculada del Estado, de manera que el sistema impositivo aparece 
como una intrusión en la esfera privada que debe ser limitada, o que al 
menos requiere una especial justificación. Por otro lado, y pese a ser evi­
dente que las cuestiones tributarias entroncan directamente con el pro­
blema de la justicia, lo cierto es que no han generado debates en profun­
didad a nivel de la ciudadanía, como los que sí se han producido en otros 
temas como la libertad religiosa, el aborto o la eutanasia. Esto se debe 
seguramente a la existencia, a menudo fomentada, de una importante 
confusión acerca de los efectos que una u otra política tributaria puedan 
tener, al margen de que pueda haber importantes desacuerdos en torno a 
la idea de justicia distributiva que se persigue33. 

32 La cursiva es nuestra. 
33 Llaman la atención sobre este déficit de debate, o de su pobreza argumental MURPHY y 

NAGEL, 2002, pp. 4 y ss. 
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Gran parte de la confusión existente acerca del sistema tributario 
tiene su origen en que no es posible llegar a conclusiones definitivas 
sobre la justicia tributaria, sin tener en cuenta la vertiente del gasto 
público, y el papel de la propiedad en el sistema, porque parece claro que 
«no es legítimo referirse a unos derechos de propiedad básicos, esto es, 
«antes de impuestos», con el objetivo de evaluar políticas tributarias, 
cuando todas las cifras que se manejan son el producto de un sistema al 
que los tributos se encuentran inextricablemente unidos»34. Esto no sig­
nifica que no se pueda discutir sobre el sistema tributario en sí mismo. 
Es posible, pero siempre que se tenga en cuenta que falta la otra parte de 
la historia, por lo que las conclusiones de justicia a que se lleguen en 
relación con la vertiente de los ingresos nunca podrán ser definitivas. 

Y es que, en definitiva, la afirmación de que es posible definir un 
derecho de propiedad antes y después de impuestos, que pueda ser 
tomado como base para analizar la justicia del sistema tributario, es 
seguramente uno de los «mitos» que mayor confusión ha generado en el 
debate acerca del sistema tributario ideal. Si se examina con cierto dete­
nimiento el significado de la herramienta tributaria, no resulta excesiva­
mente complicado llegar a esta conclusión, pues la propiedad privada es 
sencillamente incomprensible si se considera de forma aislada de un sis­
tema tributario. Por otro lado, la asunción de la existencia de un derecho 
de propiedad como una concepción moral prepolítica o que preexiste al 
Estado está basada realmente no en la idea de recompensa {moral desert) 
sino en la de derecho {moral entitlement), por la misma lógica de su pre­
existencia a la organización estatal35. 

Esto se explica desde dos perspectivas distintas y complementarias; 
la primera, y más evidente, es que el tributo financia el sistema jurídico 
necesario para que el reconocimiento de los derechos de propiedad, y en 
suma, el tráfico jurídico generador de riqueza, sea posible. Por eso, «la 
obligación tributaria es el correlato natural del sistema», de forma que 
«capacidad de actuación jurídica {Rechstfahigkeit) y obligación tributa­
ria son dos caras de la misma moneda»36. 

En suma, el Estado participa en el éxito económico de los ciudada­
nos que él mismo ha contribuido a generar, lo cual es un elemento 
imprescindible para cambiar la aproximación al análisis del sistema tri­
butario en su relación con la propiedad. En consecuencia, con las pala­
bras del Tribunal Constitucional alemán, no puede hablarse de la auto­
nomía privada como un «coto de caza» con finalidades no ya 
independientes, sino opuestas, a las del Derecho tributario, ya que «en el 
orden liberal de la Constitución el Estado cubre sus necesidades finan-

34 MURPHY y NAGEL, 2002, p. 9. 
35 MURPHY y NAGEL, 2002, p. 66. 
36 WALZ, 1980, p. 36 («Rechstfahigkeit und Steuerpflicht sind Ober- und Unterseite dersel-

ben Medaille»), y pp. 31 a 37. 
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cieras fundamentalmente a través de una participación, mediante los tri­
butos, en el éxito de la actividad económica privada» 37. 

Desde la segunda perspectiva, la imbricación entre propiedad y sis­
tema tributario se produce porque el segundo sirve para definir la pri­
mera, en tanto que supone una respuesta a la pregunta acerca del repar­
to de la riqueza en la sociedad. La propiedad privada no es, en definitiva, 
más que una convención jurídica, que se codefine con ayuda del propio 
sistema tributario, o una consecuencia del propio sistema que se susten­
ta a través de impuestos38. 

Esta visión permite afirmar que un sistema de tributos y de transfe­
rencias de rentas entre individuos no supone alteración alguna de la pro­
piedad, sino que meramente establece las condiciones bajo las cuales 
dicha propiedad se disfruta39. En este sentido, un sistema tributario cum­
ple dos funciones fundamentales: establece una división entre propiedad 
pública o privada, más o menos ficticia, pero que se diferencia funda­
mentalmente por la disponibilidad y el control sobre esta propiedad y, 
segunda función, representa un papel central para determinar cómo se 
distribuirá la riqueza social entre distintos individuos, tanto en forma de 
propiedad en sí, como de beneficios provistos por el Estado 40. Esta idea 
no es incompatible con afirmar que el reconocimiento de un mínimo de 
propiedad privada es esencial como mecanismo para garantizar a los ciu­
dadanos la expresión de su libertad, en la construcción de HEGEL, lo que 
entronca con la dignidad de la persona reconocida en el art. 10 de la 
Constitución española41. Pero sin olvidar que, en palabras de KIRCHHOF, 
«el impuesto es la condición o presupuesto y la consecuencia, no lo con­
trario de la garantía constitucional del derecho a la propiedad y la liber­
tad de empresa» 42. 

Esta relación simbiótica entre propiedad y sistema tributario se com­
prende en toda su extensión si se tiene en cuenta que, en última instan­
cia, la mencionada participación del Estado en el éxito individual de los 
ciudadanos con el objetivo de promover el bien común refleja un cierto 
«reparto del trabajo», en el sentido moral, entre el Estado y el individuo: 
el primero, se ocupa del interés general, el segundo, del suyo propio. El 

37 BVerfG, BStBl. II 1995, pp. 655 y ss. (apartado C. II. 1. b, p. 660) Caso del Impuesto 
sobre el Patrimonio (Vermógensteuer). Vid. esta idea también en el Tribunal Supremo Australia­
no: «las normas tributarias forman parte del sistema jurídico en el cual el comercio se incentiva 
y protege»; FCT v. Spotless 95 A.T.C. 4775. En la doctrina, vid. entre otros: RAMALLO MASSA-
NET, 1996, BIRK y ECKHOFF, 2000, p. 55. 

38 MURPHY y NAGEL, 2002, pp. 8 y ss. En realidad, esta idea se desarrolla a lo largo del tra­
bajo, véase también concisamente en sus conclusiones, pp. 174 y ss. 

3 9 MURPHY y NAGEL, 2002, p. 63. 
4 0 MURPHY y NAGEL, 2002, p. 76. 
41 HEGEL (The Phüosophy ofRight, 1821, seccs. 41 a 53), comentado en MURPHY y NAGEL, 

2002, p. 45. 
4 2 KIRCHHOF, 1999, pp. 109 y ss., y 2001, p. 13. 
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sistema funciona partiendo de que el ciudadano es egoísta y busca su 
propio interés. Es lo que MURPHY y NAGEL denominan «motivos perso­
nales y valores políticos: la división moral del trabajo»43, donde el anta­
gonismo de intereses es sólo aparente: hay un objetivo moral común, el 
de una idea de justicia distributiva, socialmente convenida, y que se hace 
efectiva mediante el citado reparto de funciones entre público y privado. 

Si esto es así, todo análisis de justicia debe partir de la renta post­
impuesto, para luego examinar si el sistema que la generó —sistema 
legal, organización social, etc.— es justo y legítimo. El orden de priori­
dad en el estudio será por ello precisamente el contrario que el que se 
propugna generalmente: primero va el sistema, que incluye impuestos, 
luego la propiedad, que es posible gracias a ese sistema 44. 

Por ello, y como ya se ha adelantado, hablar de justicia en materia 
tributaria siempre será un análisis incompleto y limitado, pues la vara de 
medir definitiva viene dada exclusivamente a partir del examen de la 
vertiente de los ingresos y de los gastos. Otra cosa es tener una «visión 
miope» o sesgada de la realidad45, ya que «función del Estado, volumen 
del gasto público y reparto de ese gasto a través de distintos instrumen­
tos entre los ciudadanos son tres temas que difícilmente pueden desvin­
cularse» 46. Por eso la aproximación a la justicia desde la perspeciva de 
los ingresos siempre será necesariamente parcial. 

2. LA OPCIÓN POR UNA FINANCIACIÓN 
FUNDAMENTALMENTE TRIBUTARIA DEL GASTO PÚBLICO 

La configuración político constitucional del Estado español como 
social y democrático, al atribuirle la intervención en la economía y en la 
configuración de la sociedad, acarrea elevadas necesidades de gasto que, 
a su vez, requieren de la articulación de sistemas de recursos financieros 
que proporcionen niveles adecuados de ingresos públicos. Entre dichos 
recursos financieros, teóricamente disponibles para el sostenimiento de los 
gastos públicos, son los tributos la figura que parece más adecuada para 
procurar los ingresos necesarios para financiar el Estado social o Estado 
del bienestar, de ahí que sea sobre todo a partir del siglo xx cuando los tri­
butos representarán la mayor fuente de ingresos de los Estados 4T. 

Ciertamente, los tributos no son el único recurso financiero público, 
pues la Constitución expresamente reconoce y regula el patrimonio 

4 3 MURPHY y NAGEL, 2002, pp. 70 a 73. 
4 4 MURPHY y NAGEL, 2002, p. 33. 
45 MURPHY y NAGEL, 2002, pp. 14 y 15, aunque esta idea se repite a lo largo de libro, en rela­

ción con distintas teorías sobre justicia e imposición. 
4 6 RAMALLO MASSANET, 2002, p. 10. 
4 7 NEUMARK, 1970, pp. 6 y ss. 
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público como fuente de ingresos (art. 132), que expresamente se caracte­
riza como recurso financiero de las Comunidades Autónomas (art. 157). 
No es éste el momento de entrar en discusiones sobre la función finan­
ciera del patrimonio público, pues la carencia de recursos naturales y la 
progresiva desaparición del patrimonio empresarial rentable —como 
consecuencia, fundamentalmente, de los procesos de liberalización de 
servicios públicos, tradicionalmente encomendados a empresas públicas, 
y de posterior privatización de dichas empresa— ha determinado su pau­
latina pérdida de importancia como fuente de financiación pública, que 
sólo conserva en determinadas Haciendas locales. Junto a ello, siempre 
habría que considerar los argumentos derivados de la igualdad y la liber­
tad de empresa, que desaconsejan el empleo de esta clase de recursos 
como fuente de financiación48, dificultada igualmente por la atención en 
la gestión del patrimonio al cumplimiento de otros fines preferentes, dis­
tintos de los financieros, como los de carácter ambiental, que inspiran la 
gestión del patrimonio natural, o la difusión de la cultura, que inspiran la 
gestión del patrimonio histórico-artístico, etc. 

También el crédito público, cuyo régimen establece el art. 135 de la 
Constitución y que se menciona en el art. 157 en relación a las Comuni­
dades Autónomas, supone una fuente de financiación de primera impor­
tancia, prácticamente insuprimible en la generalidad de los sistemas, 
pese a sus conocidas limitaciones que, en el ámbito comunitario euro­
peo, son consecuencia fundamentalmente de la aprobación del Pacto de 
Estabilidad, regulado por dos Reglamentos del Consejo (1466/97 y 
1467/97) y una Resolución del Consejo Europeo, que desarrollan y 
hacen efectivas las reglas de política fiscal contenidas en el art. 104C del 
Tratado de Maastricht, con el fin de alcanzar situaciones de estabilidad 
presupuestaria, y establecer procedimientos adecuados para sancionar su 
incumplimiento. 

En todo caso, más allá del reflejo que dicha normativa europea ha 
encontrado en España, a través de la legislación sobre estabilidad presu­
puestaria, lo que interesa ahora destacar es que en nuestro sistema cons­
titucional no existen límites expresos a la obtención de ingresos proce­
dentes del crédito público, del estilo de los previstos en el art. 115.1 de 
la Ley Fundamental de Bonn 49, por lo que el endeudamiento público 

4 8 BARQUERO ESTEVAN, 2002, pp. 61 y ss. 
49 En que se establece que «los ingresos provenientes de créditos no podrán superar la suma 

de los gastos para inversiones previstos en el presupuesto, no admitiéndose excepciones sino para 
contrarrestar una alteración del equilibrio económico general»; sobre los numerosos problemas de 
interpretación de dicha cláusula, conectada con las exigencias de equilibrio económico general a 
que alude el art. 109.2 de la Grundgesetz y con el principio de equilibrio presupuestario del 
art. 110.1 de la propia Ley Fundamental vid., por todos, PIDUCH, 1980, Art. 115, Anm. 26 ss., inter­
preta como una prohibición de excesiva financiación del plan presupuestario a través del crédito; 
sobre dichos límites constitucionales al recurso a la deuda puede verse también, con mayores refe­
rencias, HEUER, 1984, Art. 115, Anm. 9 ss. 
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sigue teniendo una importancia nada desdeñable como fuente de finan­
ciación, a pesar de la consecución de presupuestos equilibrados en los 
últimos años. La inexistencia de tales límites constitucionales al endeu­
damiento, podría conducirnos a afirmar su carácter de recurso financie­
ro prácticamente insuprimible en la práctica, de modo que la existencia 
de límites cuantitativos al empleo del crédito público sólo sería posible 
a través de la previa afirmación de la existencia de limitaciones al volu­
men de gasto público 50. Y ello porque si la apelación al endeudamiento 
para la cobertura del gasto público es necesaria en la medida en que los 
recursos no crediticios se muestren insuficientes a tal fin, sólo si se limi­
ta el gasto podría limitarse el empleo del endeudamiento, que aparece 
vinculado al déficit previa o coetáneamente fijado en la Ley de Presu­
puestos. 

En este sentido se ha podido afirmar que la legitimidad del emprés­
tito deriva de su inevitabilidad, porque «la colectividad está obligada a 
modernizar, a desarrollar las inversiones en materia de servicios públi­
cos y es aquí donde el recurso al mercado financiero es, a la vez, legíti­
mo y recomendado. El recurso al crédito es inevitable y fatal en el sen­
tido de que bruscamente los gastos presupuestarios sobrepasan las 
posibilidades del contribuyente» 51; afirmaciones que, obviamente, no 
resuelven el problema que nos planteamos, porque al margen de su 
carácter polémico, únicamente explican el porqué del endeudamiento, 
pero carecen de significado respecto de la posibilidad de establecer lími­
tes cuantitativos al mismo. 

No obstante, en ellas se ofrece una línea argumental que conviene 
analizar, al plantear el problema de los límites al endeudamiento públi­
co en términos de una cierta alternatividad entre el empleo de dicho tipo 
de recursos y los de naturaleza tributaria, situando la cuestión en los tér­
minos en que creemos debe plantearse, esto es, examinando el papel del 
recurso crediticio en el marco del sistema de ingresos públicos para 
deducir de los principios inspiradores de dicho sistema los límites apli­
cables a dicho recurso. 

De acuerdo con este planteamiento, resulta inevitable la referencia a 
los principios establecidos en el art. 31.1 de la Constitución que, al 
menos de forma implícita, contiene los principios inspiradores del con­
junto del sistema de ingresos del Estado, al menos si se comparte que 
entre el endeudamiento y los tributos existe una cierta relación de alter­
natividad. En efecto, es evidente que tributo y endeudamiento constitu­
yen recursos de los que dispone la Hacienda para subvenir a la financia-

50 Limitaciones que, como es sabido, no sólo son inexistentes en los textos constitucionales, 
sino que resultan ciertamente complicadas en su articulación teórica, como han demostrado las 
discusiones en la literatura americana tras la propuesta del presupuesto equilibrado del Estado de 
California; vid. al respecto MOORE y PENNER, 1980, en especial pp. 80 y ss. 

51 Cfr. LAUFENBURGER, 1956, p. 314. 



CONSTITUCIÓN ECONÓMICA Y HACIENDA PÚBLICA 659 

ción de las necesidades públicas, lo cual hace que exista, desde una ver­
tiente teleológica, una identidad entre ambos institutos; pero no es 
menos obvio que ese fin común se realiza a través de mecanismos jurí­
dicos distintos, no sólo por su estructura, sino fundamentalmente por los 
principios a que responden. En este sentido, puede decirse que los tribu­
tos —rectius el sistema tributario— se conciben como el medio princi­
pal de obtención de ingresos en el texto constitucional, cuyo art. 31.1 
considera que la contribución general al sostenimiento de los gastos 
públicos ha de realizarse fundamentalmente a través de un sistema tri­
butario justo; mientras que el endeudamiento ha tenido —y conserva, en 
gran medida— un carácter accesorio, de manera que su utilización no 
puede producirse en condiciones de igualdad con los que podríamos 
denominar «recursos ordinarios», quedando legitimada sólo en la medi­
da en que esos medios ordinarios de financiación del gasto público 
devienen insuficientes. 

De este modo, el crédito público no se configuraría como recurso 
alternativo, sino marginal, de la Hacienda pública, porque nuestro texto 
constitucional se ha decantado por el tributo como medio principal de 
financiación del gasto público, razón por la que se detiene en la enume­
ración de unos principios materiales que no aparecen referidos a los res­
tantes recursos de la Hacienda, al menos de forma explícita y sin perjui­
cio de que puedan tener un cierto carácter inspirador respecto de los 
mismos, al proporcionar una idea global del significado de la justicia en 
el ingreso de todos los recursos y, por tanto, también del endeudamien­
to público, ya que, consagrándose un principio de justicia financiera en 
su conjunto, no cabe pensar que ésta se realiza en el tributo y en el gasto 
pero no en el resto de los recursos de la Hacienda. 

De acuerdo con ello, nuestra Constitución reclamaría la construcción 
de un sistema equilibrado de ingresos, de un sistema que, como se seña­
lara en la doctrina alemana, ha de basarse en la prioridad de la financia­
ción tributaria {Prioritat einer Steuerfinanzierung), lo que supodría un 
primer límite jurídico al empleo del endeudamiento o, para ser más 
exactos, un límite a la excesiva financiación del plan presupuestario a 
través del crédito público52. 

En todo caso, aunque la opción constitucional a favor de una finan­
ciación fundamentalmente tributaria del gasto público es también una 
exigencia de la lógica económica, pues sólo los tributos garantizan una 
financiación sostenida, imprescindible para acometer las tareas públi­
cas derivadas de la función del Estado, que no dificulte el desarrollo de 
la economía ni afecte a la estabilidad financiera, existen argumentos 
adicionales para sostener la preferencia constitucional por una finan-

52 En ese sentido interpreta la cláusula del art. 115 de la Grundgesetz PIDUCH, 1980, art. 115, 
Anm. 26 ss. 
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ciación principalmente tributaria y, específicamente, donde el impuesto 
tenga mayor peso específico frente al resto de categorías (tasas y con­
tribuciones especiales), pues es generalmente aceptado que el impuesto 
es el instrumento con mejor capacidad, o más idóneo, para hacer efec­
tivos los principios de justicia tributaria establecidos en el art. 31 de la 
Constitución, plasmados en la constitución económica. Esto no signifi­
ca que se deba renunciar al resto de figuras tributarias, pues de hecho 
hay también motivos, como la mayor facilidad de su recaudación, que 
abogan por la coexistencia de tributos no personales, indirectos, etc., 
pero en la lógica constitucional, debe hacerse efectiva una preferencia 
por los impuestos que, tradicionalmente, mejor cumplen los principios 
de justicia tributaria. Esta preferencia deberá plasmarse cuantitativa­
mente —éstos deberán constituir la mayoría de los ingresos tributa­
rios— y cualitativamente, dichos impuestos deberán además estar 
informados en su estructura por los citados principios de justicia53. En 
este sentido, se ha afirmado que el Estado impositivo es un elemento 
imprescindible de unión entre Estado de Derecho y Estado social54, en 
coherencia con la necesaria imbricación entre igualdad material y Esta­
do de Derecho. 

Partiendo de esta idea, en las líneas que siguen se analizarán dos 
grupos de problemas relacionados con la configuración constitucional 
de la Hacienda pública en la perspectiva de los ingresos tributarios, una 
vez que hemos dicho que existe una preferencia constitucional por esta 
clase de financiación, porque dada dicha preferencia, la configuración 
del sistema tributario se convierte en elemento central para determinar 
la función real de la Hacienda pública al servicio de los objetivos de 
justicia que el art. 31 establece. Con este objetivo, se examinarán los 
argumentos que tradicionalmente se han empleado, en primer lugar, para 
defender un sistema tributario formado principalmente por impuestos, y 
en segundo lugar, para explicar la generalizada preferencia por deter­
minadas formas de imposición directa, como por ejemplo la que recae 
sobre la renta personal o sobre las adquisiciones lucrativas, por ser éstas 
consideradas en mejor medida susceptibles de generar justicia tributa­
ria. Por último, el fenómeno de los tributos extrafiscales, o que cumplen 
fines de ordenación, merecerá una atención diferenciada, en tanto que 
su importancia ha crecido sustancialmente en los últimos años, coinci­
diendo además con las bajadas de presión fiscal concentradas en los tri­
butos «clásicos». 

53 Así, afirmaba FRIAUF (1977/78, 43), que «nuestra comunidad política debe ser un Estado 
impositivo para poder ser un Estado de Derecho». BIRK y ECKHOFF, 2000, pp. 55 y ss. Vid. los fun­
damentos dogmáticos y el desarrollo del Estado impositivo en HEUN, 2000, pp. 11 y ss. También 
el Tribunal Constitucional alemán lo menciona como principio; entre otras: BVerfGE 78, 249 
(pp. 266 y ss). Sobre esta postura en la doctrina alemana, véase en nuestro país BARQUERO ESTE-
VAN, 2002, pp. 108 y ss. 

54 FORSTHOFF, 1954, pp. 31 y ss.; vid. Comentario de BARQUERO ESTEVAN, 2002, pp. 31 y ss. 
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El momento es pertinente, pues abundan estudios y propuestas que 
apuntan a una financiación de los gastos públicos mediante tributos que 
se articulen más en función del beneficio individual obtenido, que en 
relación con una idea genérica de capacidad económica55. Por otro lado, 
la proliferación de tributos extrafiscales o, dentro de los tributos clási­
cos, su utilización para el cumplimiento de todo tipo de fines sociales ha 
introducido un elevado índice de complejidad en el sistema que incide 
negativamente en su aceptación, sirviendo a la larga de caldo de cultivo 
para las estrategias de fraude. Porque conviene advertir desde ahora, que 
las propuestas de implantación de sistemas tributarios basados en la 
equivalencia no son meras «soflamas conservadoras», sino que constitu­
yen cargas de profundidad contra los sistemas impositivos, precisamen­
te porque sacan a la luz gran parte de los problemas de que adolecen, los 
cuales con frecuencia impiden que éstos puedan cumplir las mismas fun­
ciones y objetivos consagrados en la Constitución, que constituyen el 
principal argumento a favor del Estado de impuestos. Así, en la medida 
en que ponen de manifiesto algunos problemas estructurales del propio 
sistema tributario y de su función en el Estado, dedicaremos las líneas 
que siguen a su análisis. 

A) Equivalencia frente a capacidad económica: 
la preferencia por la financiación impositiva 

Desde una vertiente teórica, y más o menos simplista, habría dos 
opciones básicas para distribuir un coste entre un grupo de individuos: exi­
gir su pago por igual entre todos, o de forma desigual. Parece evidente que 
la primera opción sólo podrá aproximarse a un modelo de justicia si todos 
los individuos se encuentran en condiciones de igualdad. La segunda 
podrá apoyarse en distintos criterios, siempre con el objetivo ideal de 
alcanzar un determinado acuerdo que pueda ser percibido como justo por 
los individuos, que así cooperarán al cumplimiento efectivo del modelo de 
reparto seleccionado. Un criterio contributivo podrá ser la proporción del 
coste imputable a cada uno de los individuos, determinada en función de 
la responsabilidad que éstos hayan podido tener en su producción, o bien 
en función del beneficio o utilidad que cada uno de ellos hayan obtenido 
del mismo. Este modelo podría ser puesto en práctica mediante un siste­
ma de tributos causales. Otro criterio contributivo prescindiría de la rela­
ción de cada individuo con el coste y se centraría en la situación personal 
de cada uno de ellos, en función de lo cual cada uno contribuiría en mayor 
o menor medida en función de sus posibilidades. Éste sería un modelo 
basado en la capacidad de pago, cuyo instrumento típico es el impuesto. 

55 Las propuestas son abundantes y variadas; baste aquí remitir al lector al trabajo colectivo 
editado por SACKSOFSKY y WIELAND (2000); y a los trabajos de MURPHY y NAGEL (2002) y BAR­
QUERO ESTEVAN (2002), donde se exponen críticamente buena parte de las mismas. 
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Frente al resto de categorías tributarias, el impuesto se define porque 
su pago no conlleva para el contribuyente la obtención de un beneficio 
inmediato, por oposición a otras categorías tributarias, causales, cuyo 
pago sí obedece o es la consecuencia de la obtención de una contrapres­
tación directa por parte del Estado. Es claro por lo que se ha dicho hasta 
aquí que los impuestos son también en última instancia causales, pues su 
pago tiene como contraprestación la propia existencia del Estado como 
tal. Pero lo relevante en la distinción es que esta causalidad no impreg­
na la propia configuración del impuesto56, pues éste se conforma con 
arreglo a criterios independientes del empleo de su rendimiento, de 
acuerdo con determinados parámetros de justicia. Precisamente es esta 
configuración la que sirve para generar una distancia entre la actuación 
del Estado y el ciudadano-contribuyente que refuerza el propio principio 
democrático, si se entiende que éste implica una consideración como 
pueblo que comparte un destino común y donde los gastos no se frac­
cionan por grupos sino que se sufragan por la generalidad; lo que se con­
sigue mediante la citada distancia entre Estado que es financiado 
(Finanzstaat) y los contribuyentes o financiadores de este Estado57. 

El fundamento democrático como un argumento más para justificar 
la preferencia del impuesto se ha defendido también por la especial 
intensidad con la que rige el principio de reserva de ley en su creación y 
regulación, o la facilidad de su control tanto en la vertiente del ingreso 
como del gasto58. Sin embargo, estos argumentos sólo nos pueden ser­
vir a posteriori, pues estas bondades del impuesto son en realidad con­
secuencia de su no causalidad, que por ejemplo ha servido al Tribunal 
Constitucional español para afirmar una reserva de ley más laxa en los 
tributos causales (entre otras, STC 185/1995). 

En este sentido, una de las formas más interesantes en la actualidad 
para examinar y llegar a comprender el papel del impuesto como instru­
mento de financiación de los gastos públicos, es la contraposición entre los 
principios de equivalencia y capacidad económica que, respectivamente, 
servirían de base para una financiación basada en tributos causales —que 
a efectos de simplicidad denominaremos tasas59— o impuestos. Las tasas 
son recursos públicos basados fundamentalmente en el principio de equi­
valencia, lo que implica que cada ciudadano asume, de manera individual, 
el coste de los servicios que necesita. Los impuestos, por el contrario, son 
ingresos no causales, de forma que su exacción no está ligada a ninguna 
actividad concreta del sector público, sino a la financiación de todos los 
gastos públicos, conjuntamente considerados. Por ello, la disyuntiva entre 

56 KIRCHHOF, 1999, pp. 110 y 111. 
57 KIRCHHOF, 1999, p. 108. 
58 Vid. estos argumentos en BARQUERO ESTEVAN, 2002, pp. 44, y pp. 54 y ss. 
59 Además de las tasas, hay otros tributos causales, como las contribuciones especiales. A 

efectos de este trabajo nos es indiferente esta distinción, de ahí el empleo general del término tasa, 
entendido como omnicomprensivo de todo tributo causal. 
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la financiación de gastos públicos mayoritariamente con cargo a uno u 
otro mecanismo hace referencia a la opción por un sistema tributario basa­
do en la capacidad económica o en la equivalencia. 

En el centro de la discusión se encuentra la pregunta de qué funciones 
sociales o qué bienes deben ser colectivizados y cuáles deben ser asumi­
dos por los ciudadanos individualmente 60. Pero además del indudable 
interés que suscita el trasfondo ideológico de la discusión equivalencia 
versus capacidad económica, ésta nos permite indagar acerca de las virtu­
des y defectos de un sistema de impuestos tal y como lo conocemos ahora. 

En las líneas que siguen se tratarán dichas propuestas en dos partes; 
en primer lugar, se contestará el propio fundamento de la equivalencia, 
para demostrar que es difícilmente compatible, al menos en sus postula­
dos, con los principios consagrados en nuestra Constitución económica, 
y en segundo, se contestará a las posibles virtudes que un sistema así 
podría tener, para comprobar si es cierto, como pretenden sus defenso­
res, que la adopción de un sistema tributario basado fundamentalmente 
en la equivalencia pudiera solucionar los problemas más graves de los 
sistemas impositivos actuales. 

a) Algunas objeciones de fondo a la equivalencia 

Simplificando mucho, quienes defienden una financiación de gastos 
públicos basada en la equivalencia parten de la existencia de un beneficio, 
generado o provisto por el Estado, cuyo coste debe ser distribuido entre 
quienes lo reciben. Muchas propuestas incluyen matizaciones a esta idea 
básica, añadiendo a la ecuación algunos criterios de justicia: pagan menos 
quienes menos tienen; o de responsabilidad, o pagan más quienes han 
generado el coste 61. En cualquier caso el fundamento en la relación de 
equivalencia permanece invariable. A partir de esta idea, las objeciones 
de fondo podrían resumirse en los cuatro puntos siguientes, que si bien ser 
miran no son sino formas distintas de examinar el mismo problema que, 
adelantando conclusiones, radica en la insalvable dificultad de identificar 
correctamente el beneficio cuyo pago se exige en equivalencia: 

¿A partir de qué momento se cuantifica el beneficio? 

La primera objeción entronca con el propio mito de la propiedad a que 
ya se ha hecho referencia, y es que una cuantificación auténtica del bene­
ficio exigiría preguntarse acerca de qué momento es el adecuado para 

60 BARQUERO ESTEVAN, 2002, pp. 84 y ss. 
61 Un ejemplo de lo primero sería el pago de las guarderías estatales por los padres en fun­

ción de su renta, un ejemplo de lo segundo, la obligación para los fumadores de sufragar los cos­
tes de una operación de pulmones originada por el tabaco. 



664 VIOLETA RUIZ ALMENDRAL Y JUAN J. ZORNOZA PÉREZ 

comenzar a contabilizar el beneficio. Esto es, como apuntan T. NAGEL 
y L. MURPHY: ¿en relación con qué situación previa hay que comparar 
el beneficio? Presumiblemente, con la situación en que se encuentra el 
individuo antes de obtener el beneficio por el que está pagando el tribu­
to. Y el problema de definir esa situación previa es que sencillamente no 
existe, o sí existe, pero coincide con la ausencia de Estado, la escena 
hobbesiana de guerra de unos contra otros 62. En realidad, esta objeción 
a un sistema basado en tributos causales bastaría por sí sola para cerrar 
la discusión en torno al mismo, pues apunta a que su realización prácti­
ca es imposible. Pero sigamos. 

¿Cómo se cuantifica el beneficio? 

La base de un modelo de equivalencia es realizar una clasificación 
de beneficios cuyo coste pueda ser distribuido entre quienes lo perciben, 
más o menos como sucede en un mercado. El problema es que es difícil 
pensar un mercado de bienes públicos, entre otras razones, porque ello 
requeriría una complicada labor de identificación e individualización de 
costes, a la que habría que añadir las dificultades de acceder a la infor­
mación precisa para que el mercado funcione correctamente. Por poner 
sólo un ejemplo, una adecuada evaluación de los beneficios requeriría 
conocer cuál es exactamente la disminución de la utilidad marginal de la 
renta para cada persona63. Esta dificultad se agrava además en el mode­
lo de Estado social, caracterizado por un incremento de las competencias 
públicas tal que convierte en utópico cualquier intento razonable de 
poder cuantificar el beneficio que recibe cada ciudadano de cada una de 
estas competencias, o al menos de las más relevantes. Pero supongamos 
que ello fuera posible, y que se puede configurar alguna modalidad de 
mercado de bienes públicos, de forma más o menos correcta; surge 
entonces la siguiente pregunta: 

¿Qué beneficios deben incluirse? 

En todo modelo de Estado, incluso en el menos intervencionista, se 
prevé algún mecanismo de bienestar mediante el cual los poderes públi­
cos se hacen cargo, por ejemplo mediante subsidios, de determinadas 
situaciones económicamente desfavorecidas (p. ej., pensiones de viude­
dad, orfandad, por desempleo...). Es casi imposible imaginar un Estado 
carente en absoluto de tales mecanismos, aunque sólo fuera porque éstos 
no benefician únicamente a sus destinatarios, sino que sirven para man­
tener la propia pervivencia del Estado, y garantizar su adecuado funcio­
namiento. Por poner un ejemplo sencillo, porque si no se garantiza una 
mínima capacidad adquisitiva a los ciudadanos se incrementará la margi-

MURPHY y NAGEL, 2002, p. 16. 
MURPHY y NAGEL, 2002, p. 18. 
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nalidad, lo que constituye un problema social. De nuevo, en el modelo 
constitucional esta clase de prestaciones se incrementa exponencialmen-
te, en coherencia con la idea de solidaridad que se encuentra en su base. 

Pues bien, un mantenimiento a ultranza de la equivalencia como fun­
damento central del sistema tributario exigiría, en buena lógica, que a los 
beneficiarios de estas ayudas les fuera exigida una tasa equivalente al 
beneficio que reciben. El resultado sería absurdo, pues la tasa pagada y 
el beneficio recibido se anularían mutuamente. Por ello, en última ins­
tancia, la financiación de los gastos públicos con arreglo a la equivalen­
cia resulta lógicamente contradictoria con la propia idea de cualquier 
mecanismo de bienestar, y claramente con la del modelo consagrado en 
la Constitución económica 64. 

Pero es que además, dicho principio de equivalencia o tributación en 
función del beneficio también sería en el fondo lógicamente inconsis­
tente con un modelo de Estado que careciera de mecanismo alguno de 
redistribución de renta o proporción de bienestar. En efecto, si se entien­
de que el reparto correcto o justo de la riqueza es el que surge de las 
reglas del mercado —asunción que se encuentra en la base de tales sis­
temas absolutamente liberales y también de buena parte de las propues­
tas a favor de la equivalencia—, entonces incluso la tributación con arre­
glo al beneficio distorsionaría ese reparto, pues necesariamente obligaría 
a pagar más a aquellos que más (beneficio) riqueza han obtenido. Por 
ello, en realidad el principio del beneficio o de la equivalencia como 
modelo de sistema tributario es incoherente con cualquier teoría de jus­
ticia social o económica de cierta relevancia 65. 

¿Qué sucede cuando alguien no puede financiar el beneficio? 

Como no hay ninguna redistribución de la renta, y este sistema parte 
de un sistema de mercado que, por su propio funcionamiento, genera 
desigualdades, es posibíe pensar que muchos ciudadanos no estarán en 
condiciones de financiar el beneficio obtenido. En línea de principio, la 
equivalencia no es posible con alcance general, porque aunque los bene­
ficios fueran equivalentes, las posiciones de partida de los ciudadanos no 
lo son. Esto nos conduce al argumento clásico contra la equivalencia, y 
es que uno de los efectos de este sistema de financiación de las tareas 
públicas es que «quien las necesita no puede financiarlas, y quien puede 
financiarlas, no las necesita» 66, lo cual de paso, es del todo incompati-

64 Sin partir siquiera de los postulados del Estado social, T. NAGEL y L. MURPHY, llegan a la 
misma conclusión acerca del resultado absurdo a que conduciría el empleo del principio del bene­
ficio en un Estado con cualquier tipo de mecanismos de bienestar; MURPHY y NAGEL, 2002, p. 18. 
Con referencia a esta contradicción en el Estado social; BIRK y ECKHOFF, 2000, p. 66; BIRK, 2003, 
párr. 33, p. 12. 

6 5 MURPHY y NAGEL, 2002, p. 19. 
66 BIRK y ECKHOFF, 2000, p. 65. También en BARQUERO ESTEVAN, 2002, pp. 100 y ss. 
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ble con una de las exigencias del Estado social, cual es hacer real y efec­
tiva la igualdad material. 

Pero no sólo es incompatible, conviene insistir en ello, con un Estado 
social plenamente generoso y basado en la idea del bienestar, sino en rea­
lidad con cualquier modelo de Estado, pues siempre habrá servicios que 
serán también irrenunciables desde la perspectiva social. Si antes veíamos 
que es difícil individualizar muchos de los beneficios, por los problemas 
metodológicos que ello plantearía, el problema ahora es determinar qué 
beneficios son individuales. La educación y la sanidad son buenos ejem­
plos; un Estado que no garantice su prestación a un nivel mínimo o acep­
table, cualquiera que éste sea, tendrá mayores probabilidades de sufrir las 
consecuencias de la marginación, la delincuencia, etc. En realidad, la 
misma argumentación podría emplearse para muchos otros bienes o bene­
ficios, en apariencia fácilmente individualizables; una autopista bien cons­
truida beneficia a sus usuarios directamente, pero en la medida que evite 
buena parte de los accidentes de tráfico que se producirían en carreteras 
secundarias, el beneficio trascenderá claramente lo individual. 

En definitiva, casi siempre que alguien no pueda financiar su bene­
ficio, habrá un argumento para defender que el Estado deba ayudar a 
dicha financiación. Y ahí se termina el sistema de equivalencia. 

La contestación inmediata a la oposición mostrada a la equivalencia 
en estos cuatro puntos es que se basan únicamente en el fundamento de 
dicho modelo, por lo que más bien constituyen la respuesta a un sistema 
de equivalencia químicamente puro que en la práctica nadie ha defendi­
do, de la misma manera que nunca se ha defendido, porque también sería 
imposible, la implantación de un sistema tributario basado exclusiva­
mente en la capacidad económica de los ciudadanos. Pero aceptando 
esta probable crítica, el ataque a los fundamentos sigue siendo útil como 
punto de partida, porque demuestra al menos que el argumento de fondo 
que utilizan quienes defienden estos sistemas, su racionabilidad mate­
mática, en ocasiones casi aséptica, o la facilidad de su implantación, 
frente a otros sistemas presumiblemente más etéreos o indeterminados 
como los basados en la capacidad económica, simplemente no se sostie­
ne, porque parece claro que el criterio de equivalencia no es mucho más 
determinado que el de capacidad económica67. 

Por último, las anteriores críticas ponen de manifiesto una carencia 
insalvable de la equivalencia como principio central de la imposición, y 
es que es imposible acercarse a un ideal de justicia partiendo de una bon­
dad intrínseca de los mecanismos de mercado, como en el fondo subya-
ce en dichas teorías. Como toda tesis que pretenda conceder una justifi­
cación moral del mercado, chocan estrepitosamente con el hecho de que 
en el mundo real, nadie entra en el mercado en condiciones de igualdad, 

BIRK y ECKHOFF, 2000, p. 64. 
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(ni de riqueza, ni de talento, etc.). Es prácticamente imposible defender 
el mercado como mecanismo justo de distribución de renta, pues la 
única justificación moral del mercado en nuestros modelos económicos 
es que sirve para generar riqueza 68. 

Con todo, como se señalaba más arriba, quienes han defendido o 
apoyado estas propuestas han apuntado toda una serie de argumentos a 
favor de estos modelos que, en tanto que ponen de manifiesto algunas 
carencias o problemas de base del sistema impositivo, merecen que se 
les preste atención aquí, pues en muchos casos ponen de manifiesto pro­
blemas estructurales que inciden sobre la propia consecución de los 
objetivos que un sistema de impuestos pretende cumplir. 

b) Ventajas del sistema de equivalencia y problemas clásicos 
de los sistemas impositivos 

Entre otros, un modelo reciente basado en el beneficio es el esboza­
do por H. GROSSEKETTLER, que propone una tributación causal para la 
financiación de tareas de asignación y redistributivas, admitiendo el ins­
trumento tributario como imprescindible únicamente en las tareas de 
estabilidad 69. Para este autor, en un sistema ideal de equivalencia se 
generaría una mayor transparencia, pues los tributos causales propicia­
rían una percepción más adecuada del coste de los servicios y de la rela­
ción entre éste y los tributos pagados70. Al mismo tiempo, el sistema de 
gastos públicos podría adaptarse mucho mejor a las preferencias de los 
ciudadanos, que expresaría sus preferencias a través del pago de estos 
tributos. Estos dos rasgos redundarían no sólo en un fortalecimiento del 
sistema democrático en sí, sino que además tendrían como consecuencia 
una mayor aceptación del propio sistema tributario por parte de los ciu­
dadanos. A su vez, esto reduciría el incentivo a defraudar por parte de los 
contribuyentes. Un menor fraude tributario permitiría además invertir 
menos dinero en la lucha contra el fraude, además de que no serían nece­
sarias muchas de las normas antifraude que tanta complejidad generan 
en el sistema. Si esto es así, podría ser posible la reducción de la presión 
fiscal, y la simplificación de la normativa tributaria, efectos que retroa-
limentarían a su vez la propia aceptación del sistema tributario. En suma, 
la reforma hacia una tributación basada en la equivalencia solucionaría 
casi todos los problemas que acucian a los sistemas tributarios de nues­
tro entorno. Veamos si es posible tanta virtud en una sola reforma. 

6 8 MURPHY y NAGEL, 2002, pp. 68 y 69. 
69 GROSSEKETTLER, 2000, pp. 40 y ss. Vid. una amplia exposición crítica de esta postura de 

en BARQUERO ESTEVAN, 2002, pp. 89 y ss. El autor alemán parte de la tradicional división de tare­
as estatales en asignativas, redistributivas y de estabilización; que puede verse en: MUSGRAVE y 
BIRD, 1987. 

70 GROSSEKETTLER, 2000, pp. 40 y ss. 
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Que el fraude tributario constituye una de las amenazas más certeras 
a la realización efectiva de la justicia tributaria es difícil de rebatir. 
Como también lo es que el principal elemento definitorio del impuesto 
constituye al mismo tiempo su mayor debilidad: puesto que contribuyen 
a la financiación de las cargas generales, muchos ciudadanos no ven 
concretamente el beneficio de pagarlos, por lo que si pueden, lo evitan 71. 
El fraude tributario no sólo provoca una clara merma de ingresos públi­
cos —que deben ser compensados con incrementos de presión fiscal— 
sino que además genera una sustancial distorsión del que se considera 
principio central de la imposición, la capacidad económica en su ver­
tiente horizontal o de igualdad, expresión de la igualdad material, hasta 
el punto de que cuando esta clase de fenómenos se enquista en el siste­
ma, se genera un debilitamiento estructural de dicho principio72, entre 
otras cosas, porque en última instancia en la financiación de los gastos 
públicos se produce un claro juego de suma cero, de manera que «lo que 
unos no paguen debiendo pagar, lo tendrán que pagar otros con más 
espíritu cívico o con menos posibilidades de defraudar» (STC 76/1990, 
FJ. 3.°). Esto apunta a la magnitud del problema, pues la desigualdad y 
el empobrecimiento de la capacidad económica generada por el fraude 
tributario comienza en realidad desde el momento en que se planifica la 
operación, pues por un lado los contribuyentes con rentas más elevadas 
se encuentran en mejor posición para planificar estrategias de fraude, y 
por otro, determinadas clases de renta se prestan más a éstas por estar 
menos controladas. Por último, la propia lucha contra el fraude, median­
te normas tributarias, genera una creciente complejidad del sistema tri­
butario, y por ende, también una pérdida de transparencia, que a su vez, 
en una peligrosa espiral, dificulta a los ciudadanos poder realizar una 
estimación acerca de cómo se reparte exactamente la carga tributaria, 
retroalimentando las conductas de fraude porque el incentivo para eludir 
las obligaciones tributarias crece exponencialmente 73. 

La pregunta es si efectivamente la tributación basada en la equiva­
lencia podría resolver o minimizar el fraude, lo que se suele justificar en 
que el ciudadano tendría una percepción más directa del sistema tributa­
rio, lo que redundaría en una mayor valoración y aceptación del mismo, 
y en una disminución del fraude. Pero hay varias razones que abonan el 
escepticismo hacia estas supuestas bondades. 

En primer lugar, el argumento de la mayor aceptación de la tributa­
ción causal frente a la basada en principios de justicia resulta difícil de 
manejar, y de aceptar como válido, pues no parece haber pruebas sobre 
ello, al menos por la ausencia de trabajos empíricos al respecto. Más 
bien parece que lo que los defensores de la tributación causal presentan 

71 BIRK y ECKHOFF, 2000, pp. 55-56; BARQUERO ESTEVAN, 2002, pp. 109 y ss. 
7 2 BARQUERO ESTEVAN, 2002, pp. 81 y ss. 
73 Vid. todos estos problemas en IFS, 1997; Rurz ALMENDRAL y SEITZ, 2004, pp. 8 y ss. 
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como mayor aceptación, no es más que la mayor dificultad técnica para 
evitar el pago del tributo, que se deriva exclusivamente del mecanismo 
del tributo causal: si no se paga, no se obtiene el servicio, mientras que 
si no se paga un impuesto no se dejan de percibir los beneficios de las 
tareas públicas que financian. 

En segundo lugar, esa mayor aceptación no se producirá en muchos 
casos en que el ciudadano no puede elegir la obtención del servicio, por­
que éste sea de recepción obligatoria o sencillamente irrenunciable para 
los ciudadanos 74. 

En tercer lugar, tal mayor transparencia será necesariamente relativa, 
pues sólo se tendrá mayor información acerca del servicio concreto que 
se ha solicitado, además de que en todo caso la información será parcial 
pues como se ha señalado la evaluación de costes es limitada. 

Por último, es además dudoso que un sistema de equivalencia pudie­
ra ser per se mejor aceptado por los ciudadanos, sobre todo habida cuen­
ta de las numerosas desigualdades que podría generar, o de la mayor 
complejidad en el sistema tributario que acarrearía un intento de mante­
ner el sistema de equivalencia aplicándole correctivos para paliar dichas 
desigualdades. 

Pero esto no nos debe hacer perder de vista el problema fundamental 
a que apunta esta crítica. Es evidente que la complejidad de los sistemas 
tributarios, o la escasa transparencia minan la aceptación del tributo, y lo 
es también que éste necesita ser aceptado, pues la cooperación de los ciu­
dadanos es indispensable para la correcta aplicación y funcionamiento 
del sistema tributario. Que la equivalencia no sea su solución no empece 
el reconocimiento del problema. Por ello, entre otras posibles soluciones, 
la exigencia de equidad en el reparto de cargas públicas no es sólo un ele­
mento para justificar el impuesto en concreto, sino también un requisito 
para su funcionamiento75. La adecuada relación entre ingresos y gastos 
públicos, la aplicación efectiva de la justicia en ambas vertientes y su 
percepción por los ciudadanos es seguramente la única vía segura hacia 
una mayor aceptación del sistema tributario. Y es claro que esto no se 
puede conseguir operando únicamente una reforma que afecte a la ver­
tiente de los ingresos sino más bien trabajando para articular cauces de 
información eficaces entre poderes públicos y ciudadanos. Por ejemplo, 
a través de una oficina presupuestaria en el Parlamento que informe ade­
cuada y puntualmente acerca de la relación entre ingresos y gastos. 

Otro argumento en defensa de la equivalencia es que los tributos cau­
sales permiten adaptar la actuación de los poderes públicos a las necesi­
dades y preferencias de los ciudadanos, que pueden así ejercer una 

BARQUERO ESTEVAN, 2002, p. 127. 

BIRK y ECKHOFF, 2000, pp. 56 y 57; BIRK, 2003, párr. 64 y ss. (pp. 18 y ss). 
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influencia mayor en las políticas públicas a realizar. Por el contrario, los 
impuestos no permiten a los ciudadanos este control acerca de sus fines. 
El sustrato ideológico al señalamiento de esta ventaja es por un lado la 
asunción de fondo de que la renta obtenida antes de impuestos es propie­
dad de quien la gana, y sobre todo, e íntimamente relacionado con ello, 
que el individuo sabe mejor qué hacer con su dinero que el Estado 76. 

Varias objeciones conviene realizar a esta supuesta ventaja de la 
equivalencia. La más evidente ya ha sido señalada, y es que en el caso 
de muchos bienes (educación, salud...) no sólo es dudoso que el indivi­
duo tenga ese conocimiento acerca de cómo emplear su renta, sino que 
a menudo el Estado, el conjunto de la sociedad, tiene interés en que ésta 
se emplee de una determinada manera, pues el bien individual trascien­
de el individuo y beneficia al conjunto de la sociedad. 

La segunda objeción es que subyace a estos planteamientos una pre­
ferencia del mercado frente al sistema democrático en la satisfacción de 
las necesidades públicas, en la medida en que se apunta como ventaja 
que las preferencias de los ciudadanos se exterioricen mediante el siste­
ma tributario. Lo cierto es que, aunque sea redundante apuntarlo, en los 
sistemas democráticos los ciudadanos eligen a través de un derecho de 
voto que se garantiza a todos por igual, no a través de una capacidad 
financiera desigualmente repartida 77. Un sistema donde se vota con los 
tributos no es un sistema democrático. Es otra cosa. Por ello, lo que se 
apunta como una ventaja del sistema de tasas o tributos causales en el 
fondo deja traslucir un escepticismo hacia el propio sistema democráti­
co tal y como está instaurado, esto es, donde los ciudadanos manifiestan 
sus preferencias a través de un voto, no mediante el pago de un tributo78. 

En definitiva, se produce una peligrosa identificación, a través de un 
reduccionismo conceptual, entre contribuyente y ciudadano. Y aunque 
pueda parecer una cuestión estética, el trasfondo de sufragio censitario 
es relativamente claro. Es redundante afirmar que todo contribuyente es 
ciudadano, pero no todo ciudadano es contribuyente en el sentido jurídi-
co-tributario del término, pues muchos recibirán muchas más prestacio­
nes de las que entregan al Estado. Y es que, como se ha visto más arri­
ba, es precisamente esta disociación entre legislador presupuestario y 
voluntad del que financia (contribuyente) la que se encuentra en la base 
de la preferencia del impuesto como mecanismo de financiación en el 
sistema democrático 79. Una cosa es que la indisoluble conexión entre 
ingresos y gastos exija que los principios de justicia se produzcan en 
ambas vertientes de la actividad financiera pública, y otra muy distinta 

7 6 MURPHY y NAGEL, 2002, pp. 91 y ss. 
77 BlRK y ECKHOFF, 2000, pp. 65 y 66. 
7 8 BIRK y ECKHOFF, 2000, p. 65; BARQUERO ESTEVAN, 2002, pp. 118, y 144 y ss. 
79 BIRK y ECKHOFF, 2000, p. 57; también esta idea, en general, no por oposición a tributos 

causales, en: KIRCHHOF, 1999, p. 108. 



CONSTITUCIÓN ECONÓMICA Y HACIENDA PÚBLICA 671 

que deba ser la estructura de ingresos la que determine la forma final de 
la estructura del gasto. 

Este peligro ya fue advertido por el Tribunal Constitucional español, 
cuando negó el amparo a un ciudadano que había pretendido reducir, en 
su cuota del impuesto sobre la renta personal, una cantidad proporcio-
nalmente equivalente a los gastos militares del mismo ejercicio fiscal. 
Entre otros argumentos que ahora no interesan, se deniega la preten­
sión con la advertencia de que la aceptación de esta forma de proceder 
conlleva el riesgo de «una relativización de los mandatos jurídicos [...] 
atribuyendo a cada contribuyente la facultad de autodisponer de una 
porción de su deuda tributaria por razón de su ideología. Facultad indi­
vidual que no es compatible con el Estado social y democrático de Dere­
cho que configura la Constitución española, en el que la interacción 
entre Estado y sociedad se traduce, entre otros, en dos aspectos relevan­
tes en esta materia: en primer lugar, en la atribución a las Cortes Gene­
rales, que representan al pueblo español, de la competencia para el exa­
men, enmienda y aprobación de los Presupuestos Generales del Estado 
(art. 134.1 CE). Y en segundo término, en el derecho de los ciudadanos 
a participar en los asuntos públicos eligiendo a sus representantes a tra­
vés de elecciones periódicas, en las que podrán censurar o dar su apro­
bación, mediante su voto, a la actuación llevada a cabo en las Cortes 
Generales por los partidos políticos en relación con la concreta determi­
nación en los Presupuestos Generales del Estado de las previsiones de 
ingreso y las autorizaciones de gastos para cada ejercicio económico» 
(ATC 71/1993, FJ. 2.°). 

La tercera objeción es que, prescindiendo del nada desdeñable argu­
mento democrático, desde una perspectiva técnica es dudoso que esto 
pudiera ser realizado. Primero, porque sería casi tan imposible adquirir 
un conocimiento cabal sobre las preferencias a través de un sistema tri­
butario como gestionar dichas preferencias. Segundo, porque por la pro­
pia estructura de un sistema tributario causal, sólo se podrán adaptar las 
prestaciones públicas a las preferencias estrictamente individuales, pero 
no a aquellas otras que cada ciudadano pueda tener por ejemplo con res­
pecto de la redistribución de la renta que él mismo estima justa en la 
sociedad80. 

En definitiva, hay argumentos para dudar que basar un sistema tri­
butario en la equivalencia pueda lograr solucionar los problemas apun­
tados, como pretenden sus defensores. Más bien parece que podría lle­
gar a agravarlos, fundamentalmente porque tiene amplias posibilidades 
de generar aún mayores desigualdades sociales que las ya generadas por 
el propio sistema de economía de mercado. O bien porque, las modifi­
caciones técnicas que sería necesario realizar para que dichos sistemas 

BARQUERO ESTEVAN, 2002, p. 122 y ss. 
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de equivalencia paliaran tales desigualdades son de tal calado, que bien 
supondrían la eliminación de la equivalencia, bien generarían a su vez 
mucha más complejidad y costes indirectos en el propio sistema. 

Ello no implica que deba renunciarse totalmente a la financiación 
causal de gastos públicos, sino tan sólo que ésta no puede ser la princi­
pal herramienta. No se puede desconocer que en muchas ocasiones esta 
será la fórmula de financiación idónea, lo que sucederá en el caso de 
algunos servicios o prestaciones públicas que sean fácilmente indivi-
dualizables y donde esta forma de tributo genere una adecuada percep­
ción de los mismos que propicie un uso más racional de los recursos . 
Así, será por ejemplo muy difícil, y desde luego seguramente no muy 
aconsejable, renunciar a las tasas como mecanismo contributivo en el 
caso de utilización del dominio público. Por otro lado, en los supuestos 
de establecimiento de tasas por uso de servicios (user charges) es gene­
ralmente posible introducir criterios de capacidad económica, que recor­
demos, constituyen una exigencia para todos los tributos, del art. 31 de 
la Constitución. Así por ejemplo, es frecuente emplear el criterio del 
valor catastral del inmueble para cuantificar determinadas tasas por 
recogida de basuras. Por otro lado, en aquellos casos en que la toma en 
cuenta de criterios de capacidad económica pueda resultar más comple­
ja, y quizá por ello desaconsejable en aras de la efectividad, puede solu­
cionarse la posible injusticia mediante la vía del gasto, esto es, conce­
diendo subvenciones a determinados sujetos con menor capacidad 
económica (por ejemplo en el caso de las tasas universitarias). 

En todo caso, en el sistema tributario español sigue predominando el 
impuesto como figura central, aunque se admite también la tributación 
causal. Que el legislador es consciente de las implicaciones de este 
modelo, y de su funcionamiento, es patente en la exposición de motivos 
de la Ley de Tasas y Precios Públicos, donde se justifica la utilización de 
la tasa con la aspiración de «conseguir una estructura más diferenciada 
de los ingresos públicos coactivos, que haga recaer sobre los beneficia­
rios directos de ciertos servicios y actividades públicas el coste de su 
prestación, en lugar de financiarlos con impuestos generales aplicables a 
todos los ciudadanos», añadiéndose que «con esta asociación del princi­
pio básico de capacidad económica y del de equivalencia o beneficio 
para articular determinados tributos, se espera mejorar no sólo la sufi­
ciencia del sistema en su conjunto sino los componentes de equidad y 
justicia del mismo, manteniendo al mismo tiempo el objetivo de conten­
ción de la presión fiscal individual presente en las leyes fiscales aproba­
das en esta legislatura». Por otro lado, el Tribunal Constitucional no ha 
descartado el empleo de fórmulas de financiación basadas en la equiva­
lencia, si bien ha recalcado el límite de que su adopción deberá estar 

1 BARQUERO ESTEVAN, 2002, pp. 120-121. 
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medida por la ley (STC 185/1995), subrayando así la garantía democrá­
tica para esta opción82. 

Nuestra jurisprudencia constitucional no ha afirmado directamente, 
como sí lo ha hecho la alemana, la existencia de un principio o una 
opción impositiva del modelo de financiación de gastos públicos. Podría 
pensarse que en la Constitución alemana es más evidente la opción por 
una financiación impositiva, pues se le dedica atención prioritaria como 
instrumento de financiación . En la española esto no sería tan eviden­
te, al menos desde una perspectiva formal, pues en prácticamente todos 
los artículos dedicados a esta materia se hace mención a «tributos», lo 
que engloba las tres categorías. 

Sin embargo, si se prescinde del dato formal y se analizan los prin­
cipios que la Constitución anuda al sistema tributario, es fácil concluir 
que también puede inducirse el principio de Estado impositivo, en el 
sentido de que hay una opción constitucional, una obligación al legisla­
dor, para que sea el impuesto la principal fuente de financiación. La 
financiación basada en tributos causales, por su parte, constituye una 
opción ideológica incompatible con el modelo de Estado contenido en la 
Constitución española, lo que se puede deducir incluso de los principios 
de justicia tributaria contenidos en el art. 31.1 de la Norma84. Porque si 
la creación de impuestos como instrumento para financiar las necesida­
des estatales no precisa de ninguna justificación85, la igualdad y la jus­
ticia exigen que dichas necesidades no se repartan entre los ciudadanos 
de cualquier manera86. 

B) Los impuestos en particular: el problema de la justicia tributaria 

Sentada la preferencia constitucional por una financiación impositi­
va frente a otras opciones, queda aún la reflexión acerca de qué impues­
tos pueden considerarse más efectivos para cumplir los objetivos del 
Estado social. Es claro que también aquí la vara de medir correcta es el 
conjunto de principios de justicia tributaria, entre los que cobra especial 
relevancia el de capacidad económica, como concreción de la igualdad 
material en el ámbito tributario87. En tanto que principio, ésta puede ser 
cumplida en diferentes grados, si bien una medida normativa que sea 
contradictoria con dicha capacidad exige una justificación, como se verá 
más adelante. 

8 2 RAMALLO MASSANET, 1996, pp. 240 y ss. 
83 Mientras que las tasas sólo están mencionadas «de pasada», hay un buen número de pre­

ceptos dedicado al impuesto en la Constitución; así se recalca en: BIRK y ECKHOFF, 2000, p. 55. 
8 4 BARQUERO ESTEVAN, 2002, pp. 133 y ss. 
85 BVerfGE 67, 100, 143; TIPKE, 2003, p. 569. 
8 6 BIRK, 1983, pp. 140 y ss.; TIPKE, 2003, pp. 578 y ss. 
87 BIRK, 1983, pp. 155 y ss.; WERNSMANN, 2004, parágr. 16, pp. 333 y ss. 
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En todo caso, como elemento de prueba de la justicia tributaria, la 
verificación de la capacidad económica en la práctica encuentra algunas 
dificultades. Por un lado, el análisis de su cumplimiento en las distintas 
figuras tributarias tendrá lugar necesariamente a posteriori, pues no es 
posible derivar consecuencias directas de este principio de cara a la con­
figuración concreta de un impuesto88. Esta limitación ha sido reconoci­
da, por ejemplo, por el Tribunal Constitucional alemán, que frente a las 
tesis que defendían que la única posibilidad de que un impuesto sobre la 
renta personal sea conforme con la capacidad económica es que su tari­
fa sea progresiva89, ha admitido que la realización de este principio es 
también posible con la utilización de otra clase de tarifas, por ejemplo 
proporcionales 90. En suma, habida cuenta de las distintas opciones y 
modalidades tributarias existentes, la selección de materias imponibles, 
y la configuración de hechos imponibles a partir de las mismas es una 
cuestión de oportunidad política, por lo que a través de los principios 
constitucionales no se podrá examinar si someter a tributación tal o cual 
hecho es conforme a la idea de justicia tributaria expresada en la norma 
fundamental. 

Por otro lado, es obligado reconocer las limitaciones de la perspecti­
va jurídica en el examen de la justicia tributaria. Si desde la perspectiva 
económica, un impuesto puede cumplir o adaptarse mejor o peor a la 
capacidad económica, desde un análisis jurídico-constitucional, no hay 
tal matización: un impuesto será o no conforme a dicho principio y es 
por tanto o no conforme a la Constitución, análisis que se lleva a cabo 
con dos preguntas; si se ha producido una infracción de la capacidad 
económica, y si ésta puede justificarse con base en otros principios 91. 

Como principio constitucional, la capacidad económica que se toma 
en cuenta es la actual o capacidad de pago (Ist-Leistungsfáhigkeii), no la 
que potencialmente pudiera obtenerse por un determinado sujeto o la que 
se supone a una determinada fuente de riqueza {Soll-Leistungsfahigkeit)92. 
En la ciencia económica no han faltado propuestas, con claros tintes utili­
taristas, para la adopción de sistemas tributarios, o de figuras tributarias 
fundamentadas en la renta que potencialmente puede ser obtenida por un 
sujeto {Endowment taxation, Faculty taxes). Esto tendría la clara ventaja 
de constituir un incentivo al trabajo, con el beneficio social que eso supo­
ne en tanto que generador de bienestar agregado, frente a su sustitutivo 
natural, el ocio. De ahí precisamente la principal objeción que se ha hecho 
a estas propuestas desde la propia ciencia económica; que su justificación 

88 TIPKE, 1993, pp. 138-139. 
89 Por todos, vid. BIRK, 1983, p. 56. 
90 BVerfGE, 84, 239 (271); en alguna sentencia anterior, si bien que obiter dictwn, había 

expresado la necesidad de emplear tarifas progresivas en la imposición sobre la renta personal 
como exigencia de la capacidad económica; por ejemplo: BVerfGE 8, 51 (pp. 68 y ss.). 

91 WERNSMANN, 2004, parágr. 16, p. 345. 
92 KIRCHHOF, 1996, p. 8; WERNSMANN, 2004, parágr. 16, p. 369. 
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estándar no es la justicia, sino la utilidad agregada 93. Claramente, desde 
una perspectiva jurídico-constitucional, la puesta en práctica de tales pro­
puestas no superaría una confrontación con los principios de libertad, de 
dignidad de la persona o libre desarrollo de la personalidad 94. El Estado 
participa en el éxito económico de sus ciudadanos mediante el sistema tri­
butario, como medida para financiar las cargas públicas, cuyos costes 
deben ser repartidos de forma igualitaria 95, pero dicho reparto de cargas 
no puede ser utilizado para forzar a algunas personas a buscar ese éxito 
económico en el mercado, si no tienen interés en ello, pues ello acercaría 
el sistema tributario a un sistema sancionatorio 96. 

Por otro lado, dichas propuestas de gravamen según la renta poten­
cial serían técnicamente muy difíciles de poner en práctica, porque 
requerirían una adecuada medición de dicho potencial casi imposible de 
realizar 97, salvo que se estableciera una planificación económica exac­
ta, impensable en los sistemas capitalistas modernos. Pero incluso si 
pudiera medirse dicho potencial de obtención de renta, habría que tomar 
en cuenta todas las excepciones que pudieran surgir para modificarlo 
(una enfermedad, etc.), lo cual resultaría también impracticable, o inefi­
ciente, por costoso. 

Pero que esta configuración de la capacidad económica no sea posible 
como concreción o definición del principio no significa que no puedan 
encontrarse algunos tintes de la misma en el sistema impositivo. Un buen 
ejemplo en España lo constituiría el Impuesto sobre Actividades Econó­
micas (IAE), que presupone una capacidad de pago en función del tipo de 
actividad a realizar. Incluso el Tribunal Constitucional, en su Sentencia 
37/1987 sobre el Impuesto Andaluz sobre Tierras Infrautilizadas, hacía 
referencia a la posibilidad de que la capacidad económica se encuentre 
presente en un impuesto de forma «potencial» 98. Por último, hay también 
una reminiscencia de esta renta potencial, si bien que a la inversa, en la 
regulación actual del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
(IRPF) en España, cuando se hace tributar a aquellos sujetos por la mera 
posesión de un inmueble vacío, del que no se extrae renta alguna. 

93 Hacen referencia a estas propuestas (capacidad de ganar, o «ability to earn», en lugar de 
capacidad de pago o «ability to pay»), que nunca se han materializado en la práctica, MURPHY y 
NAGEL, 2002, pp. 20 y ss. TIPKE, 2000, p. 779. 

94 Que determinadas ayudas sociales adopten dichos tintes utilitaristas, por ejemplo, en el 
caso de las ayudas para el desempleo que se hagan depender de que sus beneficiarios acepten o 
no un puesto de trabajo, es una cuestión distinta. WERNSMANN, 2004, parágr. 16, pp. 369 y ss. 

9 5 BIRK, 1983, p. 167. 
96 WERNSMANN, 2004, parágr. 16, p. 386. 
97 TIPKE, 1993, p. 498; WERNSMANN, 2004, parágr. 16, pp. 372 y 373. 
98 Por otro lado, en el razonamiento empleado por el Tribunal Constitucional alemán para 

declarar la inconstitucionalidad del Impuesto sobre el Patrimonio hacía alusión a que éste posi­
blemente gravaba una renta no real; BVerfGE 93, 121 (135); en contra: WERNSMANN, 2004, 
parágr. 16, pp. 374 y ss., para quien el Tribunal se estaba refiriendo únicamente a la imposibilidad 
de gravar el patrimonio que no puede ser utilizado (totes Kapital). 
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Ahora bien, esta clase de medidas, presentes en todos los ordena­
mientos tributarios " , precisan de una justificación distinta, que debe 
buscarse extramuros de la capacidad económica, pues ésta sólo se puede 
tomar en cuenta en el sentido apuntado más arriba: como capacidad de 
pago actual. Esto implica que siempre que un tributo conceda un trata­
miento desigual a capacidades económicas iguales esto debe ser justifi­
cado 10°. En los casos citados, habría distintos criterios que constitucio-
nalmente permitirían una adecuada justificación de estos tratamientos 
desiguales; entre otros, y meramente a título de ejemplo, podrían men­
cionarse la función de impuesto control en el IAE, o la necesidad de 
incentivar determinadas actividades económicas (el aprovechamiento 
eficiente de las tierras, o el alquiler de inmuebles como contribución a la 
política de vivienda) en aras de fines constitucionales. Así, lo relevante 
es que es preciso encontrar esta otra justificación, pues no se puede rein-
terpretar el principio de capacidad económica a posteriori, en función 
del tipo de tributo. Entre otras consecuencias, como se verá más abajo, 
esto implica que los impuestos extrafiscales no puedan considerarse una 
categoría especial a la que le esté permitida desconocer la capacidad 
económica actual y basarse sobre otra capacidad económica indirecta o 
potencial, sino que sencillamente se fundamentan en otros criterios. Otra 
interpretación supondría convertir la capacidad económica en un criterio 
tan etéreo como perfectamente inútil para medir la justicia tributaria. 

Por otro lado, y al margen de las dificultades que presenta la relación 
de distintos principios de justicia tributaria entre sí, o las posibles modu­
laciones que les afecten, su eficacia para informar el sistema tributario 
encuentra una importante limitación ya apuntada más arriba, y es la 
amplísima libertad del legislador para someter a imposición hechos con 
significado o importancia económica, por lo que son casi infinitas las 
posibilidades de establecer impuestos sobre los aspectos más variados 
de la realidad social101. Para llevar a cabo esta tarea, el legislador debe 
elegir determinadas circunstancias indicativas de la existencia de dicha 
capacidad, que en nuestro sistema económico será principalmente la 
renta 102. A partir de ahí hay numerosas posibilidades de configuración, 
que se corresponden con diferentes tipos de tributos. Por ejemplo, en 
función de que se emplee como fundamento de la imposición la utiliza­
ción de la renta (impuestos sobre el consumo), su ahorro (impuestos 
sobre el patrimonio) o su obtención (impuestos sobre la renta). Es posi­
ble también establecer una división de la riqueza o renta gravable en dos 

99 Vid. para Alemania WERNSMANN, 2004, parágr. 16, pp. 334 y ss. 
100 BIRK, 2003, párr. 172; WERNSMANN, 2004, parágr. 16, pp. 334, y 375 y ss. Entre otras 

Sentencias, vid. esta idea en: BVerfG v. 6.3.2002, 2 BvL 17/99, párr. 177. 
101 TIPKE, 1993, p. 138. 
102 BIRK, 1983, pp. 166 y ss., que se refiere a dos materias tributarias básicas, renta y patri­

monio, si bien en puridad, podría también entenderse que sólo hay una materia tributaria, que es 
la renta TIPKE, 2003, p. 580, sobre el concepto de renta, vid. asimismo pp. 624 y ss. 
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grandes grupos: su obtención (Enstehunsseite) y su utilización (Verwen-
dunsseite), a partir de la cual se clasificarían los distintos tipos de tribu­
tos 103. O por último, puede mencionarse también la división clásica 
entre impuestos directos e indirectos, que tiene interés aquí porque si 
bien estos últimos no están basados en el principio de equivalencia, su 
consideración de la capacidad económica es mucho más laxa, en oca­
siones incluso meramente nominal, pues anudan la tributación a una 
capacidad de pago que se presupone a una determinada obtención de 
bienes o servicios en el mercado 104. En términos de principios tributa­
rios son por ello tradicionalmente considerados menos adecuados para la 
consecución de la progresividad, igualdad, etc. De ahí que se haya pro­
puesto que, a efectos de enjuiciar el sistema de ingresos deberían colo­
carse en el mismo grupo que las tasas, para su confrontación con los 
impuestos directos . 

El dato de la pluralidad de opciones de imposición es de la mayor 
importancia, pues implica que para alcanzar una idea cabal de la justi­
cia tributaria no basta el análisis de las figuras impositivas en concre­
to, sino que éste debe ser necesariamente completado con el estudio de 
las relaciones entre éstas. Un sistema compuesto por impuestos que 
respondan individualmente a los principios de justicia tributaria, puede 
ser en realidad injusto como consecuencia de las relaciones entre éstos, 
por ejemplo, porque se gravan capacidades económicas similares de 
forma distinta como consecuencia de la descoordinación entre distin­
tos impuestos. 

En la práctica, ningún sistema tributario de nuestro entorno renuncia 
a contar con diferentes clases de impuestos. La idea de un impuesto 
único, para todos los ciudadanos y que englobe todos los valores de jus­
ticia tributaria ha sido discutida en diferentes momentos históricos, y si 
nunca ha sido puesta en práctica se debe no sólo a una tradición «pluri-
impositiva», sino más probablemente a que no es posible pensar, o no ha 
sido posible al menos hasta ahora, en un impuesto que responda a todos 
los citados requerimientos de justicia, y que además pueda ser exigido y 
recaudado de manera eficiente y eficaz. Este resultado sí es posible, o al 
menos está más cerca de alcanzarse, a través de un conjunto de impues­
tos distintos, cuyas funciones y objetivos se complementan y coordinan, 
conformando así un auténtico sistema106. Las clases de impuestos y las 
relaciones entre ellos varían naturalmente en cada Estado; si Dinamarca 
cuenta con casi sesenta impuestos diferentes, Alemania tiene veintiséis, 
casi como España, y Portugal sólo diecinueve. Aunque estos datos ape­
nas aportan información acerca de la estructura de los respectivos siste-

103 BIRK, 1983, pp. 32 y 33. 
1 0 4 KIRCHHOF, 1999, p. 120. 
105 RAMALLO MASSANET, 2002, p. 11. 
106 NEUMARK, 1970, p. 4. 
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mas tributarios, sí constituyen un indicio de la complejidad de este aná­
lisis que deriva de la pluralidad impositiva107. 

En todo caso, las características y finalidad de este trabajo desacon­
sejan acometer un examen en detalle de todos los impuestos posibles, 
por lo que aquí se mencionarán únicamente a título de ejemplo tres 
modelos de imposición. Por un lado, la que recae sobre la renta perso­
nal, y el gravamen sobre las adquisiciones mortis causa. Interesa su 
mención porque, por sus características, estas figuras se han considera­
do tradicionalmente especialmente indicadas para representar el papel 
que al impuesto corresponde en el Estado social. El impuesto sobre la 
renta, principalmente por su generalidad que se manifiesta al menos en 
dos aspectos: que afecta a un gran número de ciudadanos y que grava las 
fuentes de ingresos más comunes o habituales. Por su parte, la imposi­
ción sobre adquisiciones lucrativas mortis causa interesa porque crista­
liza una idea de tributación progresiva basada en o que fomenta la meri-
tocracia, representando así una concepción ideológica concreta que se 
encuentra en el centro del debate sobre su existencia y estructura. 

Por último, y para cerrar la ejemplificación de la justicia tributaria en 
la práctica, se hará una referencia a aquellos impuestos denominados 
«extrafiscales», caracterizados porque su finalidad esencial o primordial 
no es la obtención de ingresos para financiar los gastos públicos, sino 
cumplir otros principios o finalidades estatales, como por ejemplo la pro­
tección del medio ambiente. 

a) La imposición con vocación general: los impuestos sobre 
la renta personal 

El impuesto sobre la renta personal ocupa una posición central en 
prácticamente todos los Estados de nuestro entorno. Esto obedece, ade­
más de a su elevado potencial recaudatorio, a que su estructura resulta 
especialmente adecuada para dar cumplimiento a los citados principios 
de justicia tributaria108. Se ha generalizado así la idea de que este impues­
to tiene un papel «especial», de manera que a menudo las desigualdades 
en el mismo se perciben como desigualdades de todo el sistema. Y aun­
que esta idea sea en parte distorsionada, porque es claro que dichos prin­
cipios deben hacerse efectivos en todo el sistema tributario, justifica que 
a este impuesto se le dedique especial atención. A mayor abundamiento, 
y habida cuenta de su visibilidad política, las discusiones en torno a reba­
jas tributarias tan frecuentes en períodos electorales rara vez no se cen­
tran en esta figura. 

107 Comisión Europea: Catálogo de Impuestos, 16.a edición, 1996, citado en TIPKE, 2003, 
pp. 572-573. 

108 BARQUERO ESTEVAN, 2002, p. 138, y nota núm. 255. 
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La idea de centralidad del IRPF la expresaba de forma contundente 
el Tribunal Constitucional español, afirmando que este impuesto «cons­
tituye uno de los pilares estructurales de nuestro sistema tributario y, 
por sus características [...] cualquier alteración en sus elementos esen­
ciales repercute inmediatamente sobre la cuantía o el modo de reparto 
de la carga tributaria que debe levantar la generalidad de los contribu­
yentes [...] es sobre todo a través del IRPF como se realiza la persona­
lización del reparto de la carga fiscal en el sistema tributario según los 
criterios de capacidad económica, igualdad y progresividad, lo que lo 
convierte en una figura impositiva primordial para conseguir que nues­
tro sistema tributario cumpla los principios de justicia tributaria que 
impone el art. 31.1 de la Constitución, dada su estructura y su hecho 
imponible. Es innegable que el IRPF, por su carácter general y personal, 
y figura central de la imposición directa, constituye una de las piezas 
básicas de nuestro sistema tributario. Se trata, indudablemente, de un tri­
buto en el que el principio de capacidad económica y su correlato, el de 
igualdad y progresividad tributarias, encuentran una más cabal proyec­
ción, de manera que es, tal vez, el instrumento más idóneo para alcanzar 
los objetivos de redistribución de la renta (art. 131.1 Constitución), y de 
solidaridad (art. 138.1 Constitución) que la Constitución española pro­
pugna y que dotan de contenido al Estado social y democrático de Dere­
cho (art. 1.1 Constitución)» (cita tomada de la STC 182/1997, de 28 de 
octubre, FJ. 9.°; doctrina también expresada en STC 19/1985, FJ. 4.° ó 
46/2000, FJ. 6.°)109. 

Esta especial imbricación del IRPF con el principio de capacidad 
económica se remonta a los orígenes inmediatos del principio. En efec­
to, la idea de una distribución de las cargas del Estado atendiendo a la 
capacidad económica personal, surge en el siglo xix y coincide con las 
primeras propuestas de impuestos sobre la renta personal n0, si bien su 
desarrollo y proliferación en los Estados de nuestro entorno no tiene 
lugar hasta el final de la Segunda Guerra Mundial, lo que en un primer 
momento se explica por las necesidades financieras de la reconstrucción 
de los contendientes, pero también obedece a la paulatina implantación 
de modelos de Estado social, que como sabemos requieren de una fuen­
te de financiación continua pero a la vez distribuida de manera justa y 
equitativa111. 

La estructura de estos impuestos se adaptará a la idea esencial de que 
la capacidad de pago no sólo depende de múltiples factores como la 
renta obtenida o ahorrada, sino también de aquellos que determinan dis-

109 También el Tribunal Constitucional alemán ha entendido que el principio de capacidad 
económica tiene un efecto especialmente estricto en el impuesto sobre la renta personal; entre 
otras: BVerfGE 61, 319 (351); y 66, 214 (223). 

110 BIRK, 1983, pp. 14 y ss. y 23 y ss. 
111 TIPKE, 2003, pp. 604 y ss. con abundantes referencias. 
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tintos niveles de necesidad, como la edad o el número de hijos, etc.112 

Estos criterios se irán integrando en la imposición de la renta, canali­
zando así tanto buena parte de las políticas sociales, como la personali­
zación de la capacidad económica. 

Dentro del propio impuesto sobre la renta personal, la adaptación a 
la capacidad económica de cada contribuyente puede ser llevada a cabo 
de diferentes maneras. Así por ejemplo, en Alemania se considera esen­
cial no someter a imposición el denominado «mínimo existencial» 
(Existenzminimus) o cantidad de ingresos que toda persona necesita para 
atender sus necesidades esenciales. Este principio ha sido elevado en 
realidad a principio general de imposición, con la idea que la participa­
ción del Estado en el éxito económico de sus ciudadanos, sólo puede 
producirse a partir de la renta disponible113. En este sentido, y según opi­
nión también bastante extendida en España, una derivación lógica del 
principio de capacidad económica 114, además de servir a la función 
redistributiva de este impuesto115. 

En el informe precedente a la reforma del impuesto sobre la renta 
español acometida en 1998, se afirmaba que la finalidad del mínimo 
exento radica en someter a gravamen únicamente la denominada «renta 
disponible o discrecional» del sujeto pasivo, esto es «aquella de la que 
pueda disponer discrecionalmente esa persona una vez cubiertas sus 
necesidades más esenciales, valoradas de forma objetiva y conforme a 
criterios internacionalmente aceptados» 116. Si bien el seguimiento del 
modelo alemán en España es sólo parcial, o más bien sólo formal, pues 
no se cumple una de sus exigencias, y es que dicho mínimo alcance un 
determinado nivel de las ayudas sociales que, en ausencia de ingresos, 
tendría derecho a percibir el individuo117. 

Además del citado mínimo exento, la adaptación a la capacidad eco­
nómica se produce de múltiples maneras, admitiendo la deducción de 
todos los gastos necesarios, o al menos los más relevantes, para la obten­
ción del rendimiento, esto es, computando el rendimiento neto (Netto-

112 BIRK, 1983, p. 27. 
113 Entre otras, en su sentencia de 25.9.1992 (BVerfGE 87, 153); y BVerfGE, 99, 88 (96); ver 

al respecto: TIPKE y LANG, 2002, pp. 8, y 112 y ss. 
114 Vid. al respecto MARÍN-BARNUEVO FABO, 1996, pp. 24 y ss.; HERRERA MOLINA, 2000, p. 2, 

si bien este autor considera también que el anclaje constitucional de dicho mínimo radica en la 
dignidad de la persona y el derecho al libre desarrollo de la personalidad reconocidos en el 
art. 10.1 de la Constitución, siguiendo así la doctrina alemana citada, y en concreto: TIPKE y LANG, 
2002, p. 114. 

115 NEUMARK, 1970, pp. 80 y ss. 
116 Ministerio de Economía y Hacienda: Informe para la reforma del Impuesto sobre la 

Renta de las Personas Físicas. Madrid: Instituto de Estudios Fiscales, 1998, p. 80. 
117 BVerfGE 87, 153. Incluso ha habido propuestas de una integración total entre dicho míni­

mo existencial y las prestaciones sociales, pero nunca han prosperado; vid. al respecto: TIPKE, 
1993, pp. 85-86. 
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prinzip) U8, o la consideración de las circunstancias personales —edad, 
salud— o familiares. 

Pero el IRPF ha ido perdiendo algunas de las notas que tradicional-
mente lo sitúan en la citada posición central. Por ejemplo, porque sub­
sisten en su estructura importantes diferencias de tratamiento en función 
de las clases de renta, de forma que aquellas derivadas del trabajo per­
sonal sufren una mayor carga tributaria que las procedentes del capital, 
lo que tradicionalmente se ha explicado, tanto en nuestro país como en 
los de nuestro entorno, es que algunas rentas merecen una menor tribu­
tación en aras de una mayor competitividad del Estado en el campo de 
las inversiones 119. Otro ejemplo es su creciente simplificación, en aras 
de una recaudación más fácil, unida incluso a alguna propuesta de tipo 
único que previsiblemente disminuiría su progresividad 120, salvo que 
ésta fuera corregida mediante otros instrumentos como reducciones o 
mínimos exentos 121. 

Y aunque es evidente que un solo impuesto no puede monopolizar la 
idea de capacidad económica, o cristalizar todos los ideales de justicia 
tributaria, sí es defendible de lege ferenda que todos estos principios se 
cumplan especialmente en aquellos impuestos con mayor potencial 
recaudatorio, y mayor visibilidad por los ciudadanos, pues ello contri­
buirá notablemente en la aceptación del sistema tributario en su conjun­
to, al ser percibido como justo. En todo caso, es claro que no es una exi­
gencia constitucional que el IRPF ocupe esta posición central, ni que su 
estructura sea la que es y no otra, sino una opción política. 

b) La redistribución (adicional) de la renta mediante la imposición 
sobre las sucesiones 

La imposición sobre las sucesiones suscita también grandes debates. 
Incluso este interés puede parecer en ocasiones desproporcionado, pues 
su potencial recaudatorio no es elevado. En España, a las discusiones 

118 El principio de rendimiento neto es considerado generalmente en Alemania una deriva­
ción o subprincipio de la capacidad económica; vid. al respecto la BVerfGE 99, 280 (pp. 290 y 
ss.); o la: 101, 297 (310). En sentido similar, BFH BStBl II 2001, 552 (pp. 553 y ss.). 

119 RAMALLO MASSANET, 2002, pp. 11-12; BARQUERO ESTEVAN, 2002, p. 83. Acerca de la 
competencia fiscal perjudicial en este impuesto, desde la perspectiva de la Unión Europea, vid. 
Ruiz ALMENDRAL, 2002. 

120 BARQUERO ESTEVAN, 2002, pp. 82-83. 
121 Sin embargo, lo cierto es que ningún sistema tributario renuncia a establecer esta progre­

sividad mediante diferentes tipos, lo que hace pensar que es la manera más sencilla de conseguir­
la. Por otro lado, tradicionalmente las propuestas de tipo único han sido sostenidas por los secto­
res más conservadores; entre otros, por el candidato a presidente de Estados Unidos Steve Forbes, 
que lo convirtió en el centro de su campaña en 1996 y 2000; vid. MURPHY y NAGEL, 2002, pp. 100, 
y 130 y ss. con abundantes ejemplos de sectores conservadores que han defendido esta propuesta 
en EEUU. 
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que rodearon su reforma en 1987, habría que añadir las que han tenido 
lugar a raíz del anuncio de su supresión a finales de 2003 por el enton­
ces candidato a presidente del Gobierno, si bien en esta segunda discu­
sión han influido otros factores, derivados de su carácter de impuesto 
cedido a las Comunidades Autónomas122. 

En parte de la literatura al respecto, se ha considerado un impuesto 
imprescindible porque sirve a la redistribución de la renta123, pues redu­
ce el papel de la suerte en la distribución de la riqueza y, en suma, some­
te a gravamen algo que en el fondo es un privilegio 124, fomentando así 
la meritocracia , idea esta última que ocupaba un lugar central en la 
defensa de esta forma de impuesto en el Meade Committee Report, 
donde se afirmaba que: «El ciudadano que ha conseguido obtener un alto 
nivel de renta mediante su esfuerzo y trabajo merece un mejor trata­
miento tributario que el ciudadano que ha obtenido esa misma fortuna 
únicamente como consecuencia de la suerte o del nacimiento; ofrecer 
una tributación más beneficiosa al primero supondrá minimizar los obs­
táculos para el fomento del esfuerzo y el trabajo» 126. Se aprecian aquí 
ciertos tintes utilitaristas también, lo que pone de manifiesto que la 
redistribución de la renta es una función extrafiscal de este tributo, pre­
cisamente la que hasta ahora ha salvado su pervivencia en España, a 
pesar de su tradicionalmente escaso potencial recaudatorio 127. Pero no 
por mucho tiempo. 

En España hacía ya un tiempo que algunas voces abogaban por su 
supresión, con distintos argumentos, entre ellos, la citada escasa recau­
dación y la excesiva carga tributaria que el impuesto generaba sobre 
unos pocos contribuyentes, que para algunos podría llegar a calificarse 
de confiscatoria 128. En 1996 se aprobaron algunas medidas normativas 
tendentes a disminuir el gravamen por este impuesto; entre otras, la intro­
ducción de una serie de «beneficios fiscales» para fomentar la empresa 
familiar. Pero el principio del fin definitivo tuvo lugar con la atribución 
a las Comunidades Autónomas de determinadas potestades normativas 
sobre este impuesto, lo que inició un fenómeno de rebaja de la presión 

122 Ruiz ALMENDRAL, 2004, pp. 415 y ss. 
123 NEUMARK, 1970, pp. 205 y ss; 213, para quien se trataría del instrumento de redistribu­

ción del patrimonio más importante en un sistema tributario. 
1 2 4 BIRD, 1972, pp. 7 y ss. 
125 TIPKE, 2003, pp. 877 y ss. 
126 IFS, 1978. 
127 Según se puso de manifiesto en las discusiones parlamentarias de este tributo; el enton­

ces ministro de Economía y Hacienda expresaba así el parecer, más o menos generalizado, de la 
Cámara: «...hoy día los ingresos por este impuesto representan un pequeño porcentaje de los 
ingresos tributarios totales... y son razones de política tributaria general, de igualdad y de justicia 
tributaria, las que aconsejan y justifican su mantenimiento»; en: SIMÓN ACOSTA, 1989, p. 197. 
Véase también: CAZORLA PRIETO y MONTEJO VELILLA, 1991, pp. 32 y ss.,pp. 39 y ss. y pp. 61 y ss. 

128 En este sentido: CHECA GONZÁLEZ, 1996, pp. 129 y ss.; ALONSO GONZÁLEZ, 2001, 20; 

para estos autores, la escasa recaudación pone de manifiesto su escaso potencial redistributivo. 
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fiscal que, al margen de que pueda calificarse de competencia fiscal, fue­
ron abonando el terreno para su total eliminación129. 

Al igual que ha sucedido en otros países, una vez eliminado este 
impuesto, las posibilidades de reintroducirlo, sin pagar por ello un alto 
precio político, son escasas. En efecto, también en otros Estados esta 
clase de impuestos parece encontrarse en vías de extinción, aunque per­
vive la polémica sobre su reintroducción. Un ejemplo es el caso de 
Canadá, donde esta clase de imposición desapareció a principios de los 
años setenta 13°, si bien desde entonces algunos autores han abogado por 
su reintroducción B1. Fenómenos similares se han producido en Austra­
lia y en Estados Unidos donde, si bien no llegaron a desaparecer, su 
papel en el sistema tributario disminuyó considerablemente también 
como consecuencia de la competencia fiscal132. 

En todo caso, hay quienes han minimizado el papel de redistribución 
de la renta que podría tener este impuesto. En este sentido, se ha señala­
do que en la medida en que normalmente el impuesto no se pregunta 
acerca del origen o causas de la renta o del patrimonio, sino que la toma 
como un dato a partir del cual se sujeta al pago del mismo, su papel 
como instrumento redistributivo es pequeño, cuando existe 133. 

En realidad estas tesis lo que cuestionan es la propia función redis-
tributiva del sistema tributario, como objetivo que aspira a un resultado 
concreto; la disminución de desigualdades entre las capacidades econó­
micas de los ciudadanos 134. Esto no es más que otra manera de recalcar 
la ya mencionada limitación intrínseca del sistema tributario para gene­
rar justicia por sí mismo. Sin embargo, esta limitación no evita que se 
pueda realizar la apuntada redistribución a través de un impuesto como 
el que recae sobre las sucesiones, o mediante otras figuras tributarias. 
Sostener la imposibilidad de cumplir ninguno de estos fines mediante 
los tributos, aunque sea de forma limitada, supone una total relativiza-
ción de la aplicación de los principios de justicia al sistema tributario, 
que nos parece difícilmente aceptable. A mayor abundamiento, resulta 
incontestable que la herencia de riqueza constituye una de las formas 

129 Ruiz ALMENDRAL, 2004, pp. 412 y ss. 
1 3 0 Véase al respecto BIRD, 1972, pp. 6 y ss., y 22 y ss.; BIRD y BUCOVETSKY, 1976, p. 40. 
131 Puede verse esta discusión en SMITH, 1993. 
132 SMITH, 1993, pp. 163 y ss. En junio de 2001, con el impulso del presidente de Estados 

Unidos, George W. Bush, se aprueba en este país la Economic Growth and Tax Relief Reconcilia-
tion Act, que disminuye paulatinamente la imposición sobre sucesiones y donaciones y prevé su 
abolición total para 2010. 

133 KIRCHHOF, 1999, pp. 122-123; similares argumentos apuntan MURPHY y NAGEL, 2002, 
pp. 155 y ss.; desde otra perspectiva, también restaban importancia a esta clase de imposición 
los miembros de la Cárter Comission, por considerar que la única función de esta clase de 
impuestos era servir de control para los impuestos sobre la renta personal; CÁRTER COMISSION: 
1967, p. 2. 

1 3 4 NEUMARK, 1970, pp. 195 y ss. 



684 VIOLETA RUIZ ALMENDRAL Y JUAN J. ZORNOZA PÉREZ 

más evidentes de perpetuación de las desigualdades sociales 135, por lo 
que la actuación tributaria en este aspecto se encuentra más que justifi­
cada dentro de los objetivos del sistema tributario recogidos en nuestra 
Constitución económica. 

En fin, para finalizar, conviene en todo caso recordar que no es éste 
un debate técnico, sino fundamentalmente ideológico, en el que no se 
trata tanto de establecer si existe, o no, doble imposición, si el impuesto 
cumple, o no, las funciones que justificaron su establecimiento, si su 
base imponible se ha visto socavada por el sinnúmero de beneficios fis­
cales aplicables, etc., como de confrontar las que Louis EISENSTEIN de­
nominara «ideologías de la imposición» 136. Y es que, a pesar de que el 
lenguaje pueda parecer anticuado, no se debe nunca olvidar que «la ela­
boración de las leyes tributarias en su aspecto más característico es una 
contienda de grupos en la que fuertes intereses tratan vigorosamente de 
liberarse de las cargas impositivas actuales o futuras. Se trata, ante todo, 
de un juego difícil en el que aquel que confía en la economía, la razón y 
la justicia, se retirará al final, derrotado y desilusionado. La política de 
clase está en la esencia misma de la imposición» 137. Si ello es cierto, 
para discutir de manera inteligente sobre la supresión de un impuesto tan 
significativo como el de Sucesiones y Donaciones, convendría abando­
nar la hipocresía y situar el debate en sus justos términos, renunciando a 
disfrazar nuestras posiciones bajo argumentos pretendidamente técnicos, 
dirigidos más que otra cosa a tranquilizar conciencias, para plantearlo en 
su verdadera dimensión y como lo que es, una discusión sobre el repar­
to de la carga fiscal, pues la definición del sistema tributario no es sino 
el reflejo de «una lucha continua entre intereses contrarios por el privi­
legio de pagar lo menos posible» 138. 

c) Los fines del sistema tributario y la sobreexplotación 
de la imposición extrafiscal 

La imposición extrafiscal o finalista está «de moda». Frente a los 
impuestos clásicos, mastodónticos y complejos y cuya principal función 
es recaudar ingresos, los tributos con objetivos concretos, y en general 
socialmente aceptables, como la protección del medio ambiente, cobran 
creciente importancia. En esta clase de imposición se mezclan muchas 
cuestiones diversas que dificultan hacer una valoración general. Si por 

135 Como reconocen MURPHY y NAGEL, 2002, pp. 142-143, con más referencias en este 
sentido. 

136 En el magnífico trabajo de quien, pese a su nombre, no era un peligroso radical centro-
europeo, sino un prestigioso abogado tributarista miembro de la American Bar Association, vid. 
EISENSTEIN, 1983. 

137 Cfr. ADAMS, 1928, citado por EISENSTEIN, 1983, p. 8. 
138 En los términos de EISENSTEIN, 1983, p. 7. 
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un lado la consecución de los fines que justifican su establecimiento 
suele estar plenamente justificada, por otro la proliferación de esta clase 
de imposición puede terminar por distorsionar la comprensión global del 
sistema tributario, y hacer perder de vista la finalidad última de la impo­
sición, cual es el sostenimiento de todos los gastos públicos. 

Por otro lado, persiste el nada desdeñable peligro de que los gobier­
nos utilicen un halo de extrafiscalidad para encubrir impuestos que son 
claramente fiscales. Esto vendría motivado por una evidenciada mejor 
aceptación de esta clase de tributos en la ciudadanía, al margen de que en 
ocasiones resulta poco plausible que su pretensión sea terminar con la 
conducta a que someten a gravamen, pues ello supondría considerables 
pérdidas de ingresos139. En buena medida, esta posibilidad ya se ha veri­
ficado en España, donde las Comunidades Autónomas han preferido acu­
dir a esta clase de imposición «buena» y políticamente vendible para evi­
tar el coste político que todo incremento de presión fiscal supone140. En 
alguna ocasión, el Tribunal Constitucional ha quitado la «máscara» extra-
fiscal a estos instrumentos, como ha sucedido con el Impuesto Balear 
sobre Instalaciones que incidan en el Medio Ambiente (STC 289/2000), 
pero es claro que no es tarea de esta jurisdicción velar por la existencia 
de un sistema tributario racional y coherente, sino del legislador. 

Por último, no sólo la creación de impuestos extrafiscales, sino la 
creciente utilización del sistema tributario para dar cumplimiento a dis­
tintas finalidades sociales plantea un problema adicional, y es la pérdida 
en claridad y transparencia del conjunto tributario. La proliferación de 
medidas tributarias para incentivar y/o desincentivar todo tipo de con­
ductas puede llegar a distorsionar gravemente la estructura de los 
impuestos, hasta el punto de hacerlos cada vez menos comprensibles a 
los ciudadanos. 

A continuación se examinará en qué consisten estos tributos real­
mente, para posteriormente ensayar una evaluación de su utilización 
para los fines del Estado Social. 

a) Concepto y aceptación constitucional de la extrafiscalidad 

Para confrontar la problemática de la tributación extrafiscal, y de los 
fines extrafiscales o de ordenación (Lenkungszwecke) de los impuestos, 

139 BIRK, 2003, párr. 175, p. 58. 
140 La cuestión se complica en el caso español debido a otros factores, corno es la prohibi­

ción de equivalencia o imposibilidad para las Comunidades Autónomas de establecer impuestos 
similares a los ya establecidos por el Estado o los Municipios, lo que es también un incentivo para 
inventar impuestos diferentes, normalmente en el ámbito de la extrafiscalidad. Sin embargo, esta 
tendencia de impuesto vendible y justificable se ha verificado también en el ámbito autonómico 
en las medidas normativas establecidas sobre los impuestos cedidos, que en su gran mayoría per­
siguen fines extrafiscales; Ruiz ALMENDRAL, 2004, pp. 350 y ss. 



686 VIOLETA RUIZ ALMENDRAL Y JUAN J. ZORNOZA PÉREZ 

lo primero que hay que dejar sentado es que no existen los impuestos neu­
trales. Ningún impuesto —ni siquiera el más puramente fiscal— puede 
ser totalmente neutral, pues todos ellos sin excepción producen otros 
efectos, además de la recaudación de ingresos141. En este sentido, en todo 
impuesto es preciso distinguir entre sus fines y sus efectos (Zwecken und 
Wirkungerí), o entre la intención del legislador tributario y los efectos 
concretos, queridos o no, que la norma tributaria produce en la vida social 
y económica142. Dentro de los efectos es además posible distinguir entre 
los que afectan a la carga económica (Belastungswirkungen), y los efec­
tos sobre comportamientos (Gestaltungswirkungen)143. 

Los efectos de carga económica deberán ser estimados por el legis­
lador, en el entendido de que nunca se podrá tener una certeza total de 
quién soporta efectivamente la carga económica de un tributo en última 
instancia, pues en la mayor parte de los tributos ésta podrá ser traslada­
da a terceros, sin que además resulte siempre sencillo identificar quiénes 
son esos terceros 144. Pensemos por ejemplo en el Impuesto sobre Socie­
dades, que grava de forma directa la renta de las personas jurídicas; es 
fácil imaginar que las empresas trasladen la carga que pueda suponer un 
incremento de sus tipos a consumidores de sus bienes, a sus propios tra­
bajadores, en forma de recorte de beneficios o incluso a potenciales tra­
bajadores, recortando la oferta de puestos de trabajo. 

Por su parte, los efectos sobre comportamientos son todos aquellos 
que se producen por el impuesto aparte del que supone el efecto típico 
de la carga tributaria. Así, la opción por constituir una sociedad de un 
tipo u otro, comprar una vivienda o alquilarla, consumir más o menos 
de tal o cual producto... y un largo etcétera. En ocasiones los efectos 
formarán parte de los fines del legislador tributario. Otras veces serán 
inesperados. En cualquier caso, el legislador tributario tiene la obliga­
ción constitucional de preguntarse acerca de estos efectos, y tener en 
cuenta al menos aquellos más previsibles o habituales en función del 
tipo de tributo. 

Pues bien, según una clasificación ya clásica en Derecho tributario, 
lo que diferencia un impuesto fiscal de uno extrafiscal es que los prime­
ros tienen como principal objetivo la financiación de las cargas públicas 
y su estructura está orientada principalmente a la capacidad económica 
o de pago, mientras que los segundos pretenden ordenar la conducta de 
los individuos 145. Por ello, aunque todo impuesto generará per se otros 
efectos económicos o sociales, lo relevante es que éstos no constituyen 
su principal razón de ser. Las normas tributarias extrafiscales tienen 

NEUMARK, 1970, p. 261. 

BIRK, 1994, pp. 8 y ss.; NEUMARK, 1970, pp. 262 y ss. 

BIRK, 1983, pp. 67 y ss. 

BIRK, 1983, pp. 67 y ss. 

VOGEL, 1977, pp. 97 y 98; TIPKE, 1993, pp. 122 y ss. 
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como finalidad principal incentivar o desincentivar determinadas con­
ductas de los contribuyentes, que se consideran de interés social146, de 
ahí que no se orienten a la capacidad económica, principio que constitu­
ye en realidad su excepción. 

Aunque la distinción es clara en la teoría, en el análisis concreto de 
cada tributo los perfiles son difusos147, entre otras razones, porque con 
frecuencia la misma medida tributaria servirá, al mismo tiempo, a un 
fin tributario y otro extrafiscal. Un ejemplo es la progresividad de la 
tarifa en el IRPF: sirve a un fin extrafiscal —la redistribución de la 
renta en la sociedad— a la vez que a uno estrictamente fiscal: la tribu­
tación de acuerdo con la capacidad económica 148. En ocasiones, este 
doble efecto puede plantear contradicciones internas. Así, las deduc­
ciones y otros beneficios con fin extrafiscal pueden plantear el proble­
ma jurídico de que, cuando se insertan en un impuesto progresivo, 
benefician en mayor medida a aquellos contribuyentes con mayor 
capacidad económica, produciendo así un efecto contrario al que se 
pretende con la progresividad del impuesto y una desigualdad no siem­
pre sencilla de justificar en términos constitucionales149. Por otro lado, 
difícilmente un impuesto extrafiscal lo es en su totalidad, de manera 
que la recaudación de ingresos permanece como finalidad, si bien que 
secundaria, en el tributo. 

Los impuestos netamente extrafiscales o creados con los fines de 
ordenación como finalidad central tienen una historia más reciente que 
los fiscales. Un ejemplo remoto lo constituye el impuesto sobre los rui­
señores (Nachtingallensteuer). Para proteger la población de estos pája­
ros en los jardines del rey, en 1844 la ciudad de Postdam impuso un 
impuesto altísimo sobre su posesión. Este impuesto se suele utilizar 
como ejemplo además de impuesto asfixiante (Erdrosselungssteuer) 
pues al ser un impuesto extrafiscal «puro», cumplió su cometido de tal 
manera que en el año 1897 ningún ciudadano tenía ruiseñores en su 
casa 15°. El citado efecto asfixiante consiste así en que el impuesto cum­
ple totalmente su función de incidir en el comportamiento de los ciuda­
danos. En la actualidad, los impuestos extrafiscales no suelen tener el 
citado efecto. 

Habida cuenta de sus funciones, los impuestos extrafiscales pueden 
ser un buen instrumento para coadyuvar al cumplimiento de los fines del 

146 TIPKE y LANG, 2002, § 4, párr. 19-24. 
147 VOGEL, 1977, pp. 97 y ss.; TIPKE, 1993a, pp. 125 y ss. 
148 TIPKE, 1993, p. 126. Podrían encontrarse muchos más ejemplos, como la deducción por 

hijos, que atiende tanto a la capacidad económica como a un fin extrafiscal de fomentar la natali­
dad, así como a la protección de la familia; WERNSMANN, 2004, parágr. 16, p. 386. 

149 Por esta razón en 1996 se reformó en Alemania el art. lO.e de la Ley de impuesto sobre 
la renta personal, para que los beneficios fiscales derivados de la vivienda habitual fueran inde­
pendientes de la progresividad. 

150 VOGEL, 1968/69, pp. 230 y ss. 
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Estado Social151. Así lo reconoció nuestro Tribunal Constitucional en la 
primera sentencia en que se enfrentó a esta modalidad impositiva, afir­
mando que «es cierto que la función extrafiscal del sistema tributario 
estatal no aparece explícitamente reconocida en la Constitución, pero 
dicha función puede derivarse directamente de aquellos preceptos cons­
titucionales en los que se establecen principios rectores de política social 
y económica (señaladamente, arts. 40.1 y 130.1), dado que tanto el sis­
tema tributario en su conjunto como cada figura tributaria concreta for­
man parte de los instrumentos de que dispone el Estado para la conse­
cución de los fines económicos y sociales constitucionalmente 
ordenados» (STC 37/1987, FJ. 13.°)152. 

El problema constitucional que plantean estos impuestos ya ha sido 
apuntado, y es el de su (in)coherencia con el principio de capacidad 
económica. Teniendo en cuenta que en su creación no se encuentra la 
detección de una fuente de riqueza, sino un comportamiento que se 
pretende modificar, hay al menos dos opciones para acomodar esta 
clase de imposición a la capacidad económica: sostener un concepto 
muy amplio de este principio, o aceptar que dicho acomodo es dife­
rente, y que los citados impuestos poco o nada tienen que ver con dicha 
capacidad. 

La primera opción ha sido predominantemente seguida por la doctri­
na española, y adoptada también por el Tribunal Constitucional. Así, se 
ha aceptado que la capacidad económica se entiende presente en estos 
tributos aunque pueda ser de forma «potencial» (STC 37/1987, FJ. 13.°), 
o se ha afirmado que en esta clase de tributos el fin perseguido, en con­
creto por ejemplo, la contaminación, pueden constituir un índice imper­
fecto de capacidad económica153. También precisamente en relación con 
la imposición medioambiental, como modelo paradigmático de la impo­
sición extrafiscal, ha habido intentos en la doctrina alemana de construir 
una capacidad económica a partir de la utilización del medio ambiente 
(Umweltleistungsfáhigkeit). La justificación es la mayor capacidad que 
demuestra quien no asume el coste inflingido al medio, lo que equivale 
a una utilización gratuita de una parte de sus factores productivos 154. 
Esta teoría se apoya en un entendimiento distinto de la capacidad eco­
nómica, no como capacidad de pago sino como capacidad de disponer 
de riqueza155. 

Estas construcciones han recibido recientemente una acertada crítica 
de R. WERNSMANN, que apunta, por un lado, la imposibilidad de medi-

151 ZORNOZA PÉREZ, 1988, pp. 47 y SS. 
152 Similar argumentación se contiene en la STC 186/1993, de 7 de junio, sobre el Impuesto 

extremeño de dehesas calificadas en deficiente aprovechamiento. 
153 Véase al respecto HERRERA MOLINA, 2000b, p. 159. 
154 Estos argumentos en GAWEL, 1999, pp. 374 y ss.; SACKOFSKY, 2000, p. 2621. 
155 GAWEL, 1999, pp. 377 y ss. 
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ción de este daño o utilización gratuita del medio ambiente y las difi­
cultades para justificar esta modulación de la capacidad económica en 
este caso y no en otros donde también se produciría esa utilización (un 
pic-nic en un parque público, etc.)156. Y por otro lado, que con esta inter­
pretación de capacidad económica siempre que no se grave la citada uti­
lización el resultado equivaldrá a una subvención pública, que tendría 
que ser adecuadamente justificada para no caer en el terreno prohibido 
por la normativa europea de las ayudas de Estado. Lo que a su vez 
supondría importantes problemas a efectos de su adecuada valoración 
monetaria157. 

En suma, la utilización o el daño inflingido al medio ambiente no 
encaja en el concepto de capacidad económica. Esto no significa que no 
se pueda reforzar la protección del medio ambiente, fomentando su uti­
lización racional y limitada, mediante el sistema impositivo. Pero para 
ello no es necesario desvalorizar la capacidad económica, pues hay otros 
principios constitucionales que apoyan una excepción a dicha capacidad 
con este objetivo 158. 

Esto último constituiría la segunda opción, en nuestra opinión más 
coherente, y es entender que los impuestos extrafiscales no se funda­
mentan en la capacidad económica 159, porque en puridad suponen la 
utilización del instrumento tributario al servicio de fines propios del 
Derecho administrativo 160, por lo que resulta lógico que su estructu­
ra no deba orientarse a la capacidad económica. En realidad, más bien 
suponen una infracción (Durchbrechung) 161 de la misma, que debe 
ser justificada por el legislador162, lo que resultará cuando se cumplan 
las siguientes condiciones: 1) Los fines perseguidos por el impuesto 
son jurídicamente protegibles 163; y 2) la estructura del tributo es ade­
cuada para la consecución del fin, de otra manera, será una discrimi­
nación no justificada 164. En este sentido, el legislador deberá atender 
a aquellos elementos que permiten modular la carga tributaria en fun-

156 Aunque esto se podría solucionar con la propuesta de establecer un mínimo existencial 
en la utilización del medio, exento de tributación, como propone GAWEL, 1999, pp. 380-381, que 
sin embargo resulta igualmente complejo de calcular. 

157 WERNSMANN, 2004, parágr. 16, p. 382. 
158 WERNSMANN, 2004, parágr. 16, pp. 383 y ss. 
159 TIPKE, 2000, p. 340. 
1 6 0 BIRK, 1994, p. 15; KIRCHHOF, 1996, p. 9. 
161 WERNSMANN, 2004, parágr. 16, pp. 383 y ss. 
162 BIRK, 1994, pp. 14 y ss.; KIRCHHOF, 1996, p. 10. 
163 BIRK, 1983, pp. 236 y ss. TIPKE y LANG, 2002, § 4, párr. 25. Cosa distinta es que puedan 

plantear problemas desde la perspectiva del principio de igualdad; a este respecto, véase TIPKE, 
2000, pp. 345 y ss.; WERNSMANN, 2004, párr. 16, pp. 380 y ss. 

164 BVerfGE 93, 121 (pp. 147 y ss.). El argumento de la inadecuación de la estructura del 
impuesto para conseguir el fin extrafiscal fue utilizado por la STC 289/2000 para negar el carác­
ter extrafiscal del impuesto balear, ya citado, lo que además sirvió de base para sostener su iden­
tidad con el Impuesto sobre Bienes Inmuebles, declarando así la anulación del primero. 
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ción del fin extrafiscal, por ejemplo, en función del daño inflingido al 
medio ambiente. Estos elementos denominados «de equivalencia» 
(Áquivalenzgesichtspunkteri) permiten un amplio marco para el gra­
vamen adicional165. 

Esto se deduce de una concepción estricta de la capacidad económi­
ca, como capacidad de pago, según se ha defendido más arriba, porque es 
evidente, como ha señalado entre nosotros C. PALAO TABOADA, que las 
normas tributarias con finalidad extrafiscal resultarán más difíciles de 
justificar cuanto más rígida sea la concepción mantenida en relación con 
el principio de capacidad económica166. 

En definitiva, los impuestos extrafiscales son admisibles constitu-
cionalmente, como también lo son las medidas con fines extrafiscales en 
los impuestos «tradicionales». Las desigualdades que implica, por tanto, 
el sometimiento a un mayor gravamen a personas con una capacidad 
económica equivalente están plenamente justificadas por la consecución 
de otros fines que son igualmente protegibles. 

b) Problemas de la sobreexplotación de la extrafiscalidad 

Pero esta aceptación constitucional no implica que esta modalidad 
tributaria esté exenta de problemas. Entre otros, su creciente importan­
cia suscita en nuestra opinión al menos las siguientes cuestiones: 

En primer lugar, contribuyen a que se pierda de vista que repartir las 
cargas públicas entre los ciudadanos es por sí mismo una justificación 
del tributo. Con la proliferación de impuestos finalistas, se traslada a la 
ciudadanía la idea de que es precisa una justificación adicional, social-
mente reconocible y, en el fondo, también políticamente «vendible» para 
soportar el coste de incrementar la presión fiscal167. Si como se veía más 
arriba las teorías de la equivalencia suponen en buena medida una nega­
ción del sistema democrático para definir preferencias, a favor del mer­
cado, con la sobreexplotación de la tributación extrafiscal se puede lan­
zar el mensaje de que sólo son válidas las subidas de presión fiscal 
justificadas por fines concretos, fácilmente aceptados por todos. Es, si se 
quiere, también una manera de negar el funcionamiento democrático, 
que en materia tributaria se concreta en una necesaria distancia entre 
quien financia y quien gasta ese dinero. 

165 WERNSMANN, 2004, parágr. 16, p. 383. 
166 PALAO TABOADA, 1995, p. 633. Si bien para este autor esta formulación de capacidad eco­

nómica en sentido estricto sería escasamente realista. 
167 Como ejemplo de actualidad, el presidente del Gobierno catalán (Pasqual Maragall) 

anunciaba en abril de 2004 que ante la difícil situación económica por la que atraviesa ahora esta 
Comunidad, se renunciará a ejercer potestades normativas sobre el IRPF, pero a cambio se esta­
blecerán tasas por determinados servicios e impuestos finalistas, sobre todo de carácter medioam­
biental; El País digital, www.elpais.es, sección Cataluña, con acceso: 22.04.2004. 

http://www.elpais.es
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En segundo lugar, y estrechamente relacionado con lo anterior, en 
los impuestos extrafiscales el ciudadano no percibe el elemento clásico 
del impuesto que es la contribución equitativa al gasto público, pues el 
pago se asocia a un comportamiento que se quiere desincentivar, de 
manera que se lanza el mensaje de que cuanto menos pague, mejor esta­
rá contribuyendo al bien común168. 

En tercer lugar, los impuestos extrafiscales contribuyen a generar 
una desigualdad de fondo consistente en que aquellos contribuyentes 
con mayor capacidad de pago tendrán siempre la posibilidad de escapar 
al intento de regulación del comportamiento que se encuentra en la base 
del impuesto extrafiscal169. Así, un ciudadano con alto nivel de renta 
seguirá utilizando su vehículo privado frente al público, por mucho que 
se incrementen los impuestos sobre hidrocarburos con la finalidad, entre 
otras, de desincentivar esta conducta menos respetuosa con el medio 
ambiente. Lo mismo ocurriría con todas las actividades. 

En cuarto lugar, las múltiples finalidades de los impuestos conducen 
a una especie de caos fiscal donde los ciudadanos, y las autoridades tri­
butarias, pierden de vista el principio básico de reparto equitativo de car­
gas públicas. El sistema deviene más complejo, y por eso también corre 
el peligro de ser menos aceptado 17°. 

Por último, según como se configure y justifique, la extrafiscalidad 
puede llegar a ser una modalidad soterrada de equivalencia, en la medida 
en que en la idea de fondo de estos tributos está el exigir a los ciudada­
nos que modifiquen su conducta o, en la mayoría de los casos, que 
paguen por no modificarla (impuestos sobre el tabaco, gasolina, etc.). En 
este sentido, se ha llegado a proponer por algún sector que la financiación 
con arreglo a la equivalencia vendría en realidad exigida constitucional-
mente, con base en el principio de proporcionalidad y en la causalidad de 
determinadas conductas. El argumento, básicamente, es que determina­
dos grupos de contribuyentes deberían hacerse responsables de los costes 
que generan171. Esta idea, basada en la causalidad en cuanto a efectos, se 
encuentra en el axioma «quien contamina paga», que lejos de constituir 
una modalidad de medición de la capacidad económica, es un intento de 
reasignar un gasto público a sus causantes. Aunque este criterio puede ser 
útil en determinados supuestos, su empleo indiscriminado y generalizado 
es seguramente incompatible con los propios principios del Estado social. 
Por ejemplo, ¿sería admisible que un enfermo de cáncer de pulmón, cla­
ramente causado por su condición de fumador, fuera obligado a sufragar 
en su totalidad los costes de su operación? De la conjunción de los prin-

168 BIRK y ECKHOFF, 2000, p. 58. 
169 KIRCHHOF, 1999, parágr. 88, párr. 59. 
1 7 0 BIRK y ECKHOFF, 2000, p. 58. 
171 Véase esta postura en FRENZ, 1997, pp. 153 y ss. Comentada también por BARQUERO 

ESTE VAN, 2002, pp. 129 y ss., cuyas críticas comparto en lo esencial. 
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cipios constitucionales de dignidad de la persona y protección de la salud 
la respuesta sería claramente negativa172. 

Todos estos argumentos sustentan la limitación del empleo del ins­
trumento extrafiscal en el sistema tributario. Como concluíamos en el 
caso de las tasas y otros tributos causales, no se trata de que deban de­
saparecer, pero su papel cualitativo y cuantitativo debiera ser claramente 
secundario. 

IV. CONCLUSIONES 

Resulta evidente que la configuración de la Constitución económica 
implica una serie de exigencias para la configuración de la Hacienda 
pública. Y con independencia de la valoración que puedan merecer las 
intervenciones del Estado en la economía y en la configuración social, y 
a pesar de las discusiones respecto de cuál haya de ser el reparto de fun­
ciones entre la sociedad y los poderes públicos para la consecución del 
bienestar general, lo cierto es que no parece fácil imaginar mecanismos 
sustitutivos de la acción estatal que permitan el desarrollo de los intere­
ses privados garantizando al tiempo la necesaria cohesión social. 

Y es también evidente que la coexistencia de los intereses privados 
con un principio de solidaridad que garantice la cohesión social se rea­
liza a través de un sistema generalizado de intercambio, en el que todos 
colaboran, fundamentalmente por la vía impositiva, mediante el cumpli­
miento de sus deberes tributarios, a la solución por parte del Estado de 
los problemas colectivos. Un sistema en el que, como es obvio, se atri­
buye un lugar central a la Hacienda pública, que contribuye a la función 
legitimadora del Estado, a su propia estabilidad, conjugando el empleo 
de un sistema tributario con ciertos niveles de progresividad y la aten­
ción a determinadas necesidades básicas de los ciudadanos a través del 
gasto público en atenciones de carácter social. Y así, pese a que la crisis 
de los años setenta, por lo que a nosotros interesa en su manifestación 
como «crisis fiscal del Estado», puso en evidencia las limitaciones inhe­
rentes a esa concepción de la Hacienda pública, lo cierto es que la evo­
lución posterior ha mostrado que la acción estatal a través de los ingre­
sos y los gastos públicos no ha sufrido modificaciones de tanta entidad 
como para corroborar los pesimistas pronósticos de autores como 
J. O'CONNOR, cuyos trabajos sobre la economía pública del Estado de 
bienestar auguraban severas reestructuraciones de esa forma de Estado y 
de sus sistemas de prestaciones sociales. 

Ello justifica un nuevo intento de reflexión sobre esa crisis, ya estruc­
tural, al menos en la literatura disponible, de las funciones de redistribu-

Se toma este ejemplo de BARQUERO ESTEVAN, 2002, p. 132. 
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ción, de solidaridad, en el marco del Estado de bienestar, aunque sea sólo 
para formular algunas ideas muy elementales respecto del papel que la 
Hacienda pública ha de cumplir en los momentos actuales en el orden de 
la redistribución de la renta y de la riqueza o, lo que es igual, como cauce 
para la consecución de una sociedad más justa y solidaria, aunque esa 
«solidaridad fiscal» no sea voluntaria sino forzada por el Estado. 

Y por lo que se refiere a la vertiente de los ingresos, es claro también 
que el sistema tributario es un instrumento limitado para generar justi­
cia, lo que se explica desde sus propios fundamentos, ya que se toma 
como punto de partida una distribución de bienes y servicios que, bási­
camente, ha sido generada por el mercado, más o menos intervenido, 
porque en última instancia, como apuntan MURPHY y NAGEL: «La justicia 
distributiva no es algo que se pueda conseguir aplicando alguna fórmu­
la más o menos equitativa a una distribución inicial de la riqueza que es 
moralmente arbitraria» 173. Pero esta advertencia no debe servir para 
renunciar a la consecución de la justicia tributaria, sino para ubicarla en 
su contexto, y tomar como referencia inseparable de este parámetro la 
justicia en el gasto público, todo ello partiendo de una adecuada medi­
ción de la distribución actual de la riqueza. 

En todo caso, la justicia tributaria es la plasmación de una serie de 
principios contenidos en la Constitución que implica consecuencias 
sobre la configuración del sistema tributario. La principal es que éste 
debe ser básicamente un Estado impositivo. El impuesto es seguramen­
te el instrumento de financiación del Estado más capacitado para inter­
nalizar los principios de justicia que demanda un equitativo reparto de la 
riqueza como el que se exige en nuestra Norma fundamental. Pero al 
mismo tiempo resulta evidente que el sistema tributario en su conjunto 
sólo podrá ser considerado justo si en la práctica estos principios tam­
bién tienen vigencia. La proliferación de fenómenos de elusión fiscal y, 
como consecuencia y quizá también como causa de los mismos, la cre­
ciente complejidad de la normativa tributaria aleja notablemente el sis­
tema impositivo de los ideales de justicia lo cual, en última instancia, le 
impide cumplir las funciones que de dicho sistema reclama la Constitu­
ción económica. 
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